[image: image1.png]"\ ,)0,1'1'“

M. Cimara de g)iputaclos de la Tlacion

Secretaria Parlamentaria
Direccion de ﬂnjeo’zmac[én Parlamentaria





CÁMARA DE SENADORES DE LA 

NACIÓN
REPÚBLICA ARGENTINA

VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

(PROVISIONAL) 
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del señor presidente provisional del H. Senado, doctor Marcelo Alejandro Horacio Guinle,

Secretarios: señor Juan Héctor Estrada y señor Carlos Alberto Machiaroli
Prosecretarios: señor Juan J. Canals, señor José D. Canata y

señor Ricardo Nicanor Gutiérrez 

· En Buenos Aires, a las 16 y 28 del miércoles 11 de noviembre de 2004:

Sr. Presidente. — La sesión está abierta.

IZAMIENTO DE LA BANDERA NACIONAL

Sr. Presidente. — Invito a la señora senadora por la provincia de La Pampa, doctora Silvia Gallego, a izar la bandera  y a los presentes a ponerse de pie.

Puestos de pie los presentes, la señora senadora Gallego  procede a izar la bandera nacional en el mástil del recinto. (Aplausos.)

PLAN DE LABOR

Sr. Presidente. — Obra sobre las bancas el plan de labor aprobado en el plenario de labor parlamentaria celebrado ayer.

— El texto es el siguiente:
Plan de labor parlamentaria para la sesión del día 10.11.04

Sesión para consideración de acuerdos.

- Consideración en conjunto de órdenes del día con proyectos de comunicación, resolución o declaración, que por Secretaría se enunciarán.

 SEQ CHAPTER \h \r 1- Consideración del orden del día 1186, dictamen en el proyecto de resolución de los senadores Conti y Yoma, proponiendo la creación de la Comisión Bicameral de Relación con el Ministerio Público (S-1672/04) 
- Consideración de los proyectos de ley: 1513, 1459, 1368, 1458, 1363, 1298, 1249 y 1080.

- Consideración de la preferencia votada con anterioridad:

-Proyecto de ley del senador Menem declarando en estado de emergencia y desastre agropecuario por sequía a la provincia de La Rioja (S-3626/04).

Tratamientos sobre tablas a solicitar:

-Proyecto de ley de los senadores Colombo y otros declarando zona de emergencia y en situación de catástrofe a la provincia de Catamarca (S-3376/04)

-Proyecto de declaración del senador Guinle declarando de interés la realización de la decimoquinta edición de la denominada “Expo Feria de las Provincias” (S-3279/04)

- Proyecto de declaración del senador Jaque declarando de inter´res educativo y cultural la Quinta Jornada Cordillerana Sur “Cumbre Historiográfica Binacional” (S-3324/04)

-Proyecto de resolución del senador Cafiero auspiciando y declarando de interés la Primera Jornada Nacional sobre Ciudades Accesibles y disponiendo la impresión de afiches y programas (S-3858/04).

Asuntos que hayan sido reservados en mesa.

MODIFICACIÓN DE LA LEY DE EMERGENCIA PÚBLICA

Sr. Presidente. — Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda en el mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo por el que se prorroga hasta el 31 de diciembre de 2005 la Ley de Emergencia Pública 25.561. (Orden del Día Nº 1459)

El texto es el siguiente: 

Orden del Día N° 1459

Sr. Presidente. — En consideración en general.

— Se retiran del recinto varios señores senadores.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Igualmente estamos habilitados para tratar este tema, dado que contamos con quórum suficiente.

Señor presidente: muy sintéticamente, nosotros pretendemos fundamentar las razones que han generado los mecanismos necesarios para que el Poder Ejecutivo haya enviado al Congreso la necesidad de la declaración de la emergencia correspondiente, a través de la prórroga de sucesivas normas a partir de enero del año 2002.

Tenemos plena confianza en que el ejercicio por parte del Poder Ejecutivo de esta emergencia se hace con absoluta responsabilidad. En efecto, el proyecto en consideración contempla seis artículos, uno de forma, otro que establece su plazo de vigencia y cuatro relacionados con aspectos que merecen ser resaltados. 

En primer lugar, se prorroga la emergencia económica, cambiaria, administrativa, financiera y social hasta el 31 de diciembre del año 2005. Recordemos que la ley originaria fue la 25.561 y sus modificatorias fueron la ley 25.790, por la que se facultó al Poder Ejecutivo a la renegociación de contratos, y la 25.820, por la que se ha prorrogado la emergencia económica correspondiente. 

En este contexto, a través del primer artículo facultamos al Poder Ejecutivo a prorrogar la ley 25.561 y sus modificatorias. A su vez vamos a propiciar una modificación adicional para que no exista ningún tipo de criterio interpretativo respecto de este tema. En segundo término, esta norma faculta al Poder Ejecutivo para la identificación expresa de las condiciones de cesación total o parcial de la emergencia pública. En tercer lugar, se establece que la Comisión Bicameral, en conjunto con el Poder Ejecutivo, debe emitir un dictamen al 30 de junio para identificar las causas o las razones que las ameriten. En cuarto lugar se establecen las condiciones de la emergencia laboral, señalando condiciones flexibles para aquellos trabajadores incorporados a partir del 1° de enero del año 2003. 

En el tema emergencia laboral planteamos que para aquellos que hayan sido incorporados con anterioridad se mantienen las restricciones de indemnización agravada hasta en un 80 por ciento; y respecto a aquellos que hayan sido incorporados a partir del 1 de enero del 2003, el régimen de indemnización es simple.

Con estas condiciones, creemos necesario someter a tratamiento de este recinto para su aprobación...

Sr. Presidente. — Senador Capitanich: el senador Pichetto le solicita una interrupción.

Sr. Capitanich. — Cómo no.

Sr. Pichetto. — Señor presidente: ni bien termine de exponer el miembro informante, pido que se pase a la votación en general.

Sra. Negre de Alonso. — Pido la palabra.

Sr. Presidente. — Senador Capitanich: la senadora Negre de Alonso le pide una interrupción.

Sr. Capitanich. — Cómo no.

Sra. Negre de Alonso. — Antes de que se pase a votar que se cierre la lista de oradores, de manera que tengamos oportunidad de anotarnos los que queremos hablar.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el senador Pichetto.

Sr. Pichetto. — Pido que se cierre la lista de oradores y que se anoten los senadores.

Sr. Presidente. — Están anotados los senadores Escudero, Jaque, Ibarra... 

Sra. Ibarra. — Pido la palabra.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra la senadora Ibarra.

Sr. Ibarra. — Señor presidente: el cierre de la lista de oradores es una moción de orden, que no se puede poner a votación en el medio de un pedido de interrupción. Lo digo para que respetemos las reglas. 

La verdad es que no coincido con un criterio de dejar sin quórum o de jugar con el quórum en una decisión en la que tenemos posibilidad de debatir, de votar. Me parece que corresponde dar un buen debate. Si la UCR quiere volver, volverá. Si no vuelve, daremos el debate acá, pero no cambiemos las reglas de juego. No se puede votar una moción de cierre de lista de oradores en el marco de una interrupción. Entonces, pido que hagamos lo que dice el Reglamento.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el senador Pichetto.

Sr. Pichetto. — Según el Reglamento, cualquier senador puede hacer cualquier moción. Le pediría a la senadora Ibarra que deje de hacer de docente, de tratar de enseñarnos y de medirnos con el metro de la ética, porque la actitud de irresponsabilidad está en los que se fueron. Si vuelven y quieren debatir, estamos dispuestos a hacerlo. Estamos dispuestos a discutir hasta cualquier hora, como ya lo hemos hecho.

Así que no nos hagan docencia ni pontifiquen con nosotros. Estamos dispuestos a discutir todo lo que tengamos que discutir.

— Ingresan varios señores senadores.
Sr. Presidente. — Hasta ahora están anotados los senadores Ochoa, Negre de Alonso, Caparrós, Terragno, Giustiniani, Rossi, Sanz, Morales, Massoni... ¿Usted también, senador Fernández?

Sr. Fernández. — Moción de orden: solicito el cierre de la lista de oradores porque usted procedió a anotar a todos los que querían hacer uso de la palabra.

Sr. Losada. — Señor presidente...

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el senador Losada.

Sr. Losada. — Señor presidente: estamos hablando de ética y de los comportamientos, y vienen a plantear cierre de lista...

Sr. Pichetto. — Es una moción de orden.

Sr. Losada. — Me parece que no quieren debatir...

Sr. Pichetto. — Está dentro del Reglamento...

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. Losada. — No lo quieren hacer. No se enojen. Si están nerviosos... Nosotros pedimos que se anoten los oradores que quieran hablar...

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. Losada. — Nosotros pedimos lista de oradores. ¿O no quieren debatir?

-Varios señores senadores hablan a la vez.
Sr. Presidente. — Vamos a ver quién más se quiere anotar en la lista de oradores antes de votar.

Sr. Fernández. — Pido la palabra

Sr. Presidente. — Adelante, senador Fernández..

Sr. Losada. — ¿Por qué no nos lee la lista de oradores, presidente? Queremos saber quiénes son...

Sr. Presidente. — Está bien. Si se siguen anotando senadores, yo los tengo que anotar.

Sr. Losada. — Bueno, quiero saber cuáles son.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el senador Fernández.

Sr. Fernández. — Señor presidente: formulé concretamente una moción de orden. Póngala a votación. No tiene otro elemento que poner a votación. Los senadores que no están sentados en el recinto, no están sentados en el recinto.

Sr. Presidente. — Leo la lista de los senadores que han pedido la palabra...

Sr. Losada. — Quiero saber la lista de oradores, señor presidente. Dénos la lista de oradores.

Sr. Presidente. — Están anotados los senadores Escudero, Jaque, Ibarra, Ochoa, Negre de Alonso, Caparrós, Terragno, Giustiniani, Ríos, Sanz, Morales, Massoni, Gómez Diez, Salvatori y Guinle...

Sr. Losada. — Me anota y también al senador Prades.

Sr. Presidente. — Usted está anotado, senador Rossi.

Sr. Menem. — Entonces, proceda a cerrar la lista, señor presidente.

Sr. Presidente. — Rossi, Bussi, Conti y Guinle. Luego, el senador Losada, para cerrar por parte del bloque radical y, por supuesto, finalmente el senador Pichetto. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la lista de oradores.

— La votación resulta afirmativa.
Sr. Presidente. — Queda aprobada.

Continúa en el uso de la palabra el señor senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Señor presidente, quisiera saber a qué hora se estima el cierre del debate, es decir, para qué hora se convocará a los señores senadores para la votación.

Sr. Presidente. — La Presidencia calcula aproximadamente tres horas a partir de este momento, es decir, a las 21.

Tiene la palabra el senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Nosotros hemos tenido que iniciar la explicación de este proyecto de ley con ciertas características que considero necesario garantizar.

En primer término, debemos ratificar que el artículo 1° del presente proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo plantea la prórroga de la ley 25.561 y sus modificatorias. 

En segundo lugar, establece la facultad del Poder Ejecutivo para que, de existir razones que permitan determinar con precisión la cesación total o parcial de las condiciones de emergencia, se proceda a la suspensión de estos acápites.

En tercer término, establece que la Comisión Bicameral, en conjunto con el Poder Ejecutivo, deberán elaborar un informe al 30 de junio...

— Murmullos en el recinto.
Sr. Presidente. — Por favor, señores senadores; escuchamos al señor senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — El aspecto que tiene la misma norma en su artículo 3° tiende a establecer que la Comisión Bicameral de Seguimiento de las Facultades Delegadas, creada por el artículo 20 de la ley 25.561 y modificatorias, elabore un informe al 30 de junio de 2005, relativo a las condiciones de emergencia, conjuntamente con el Poder Ejecutivo.

Adicionalmente, se agrega un capítulo que tiene que ver con la emergencia laboral, y allí se establecen dos cuestiones significativas para destacar. Todos los trabajadores cuyo contrato de trabajo se encontrara vigente con anterioridad al proceso de crisis, gozan de un régimen de indemnización agravada que se ha ido prorrogando por la misma ley de emergencia y con sucesivos decretos a lo largo de los años. Pero se establece una particular condición mediante esta norma; en efecto, si la tasa de desocupación resulta inferior al 10 por ciento, automáticamente cesará la indemnización agravada. Posteriormente, se establece un mecanismo de indemnización simple, tal como lo prescribe el artículo 245 de la ley de contrato de trabajo 20.744 y modificatorias respecto del sistema normal de indemnizaciones para aquellos trabajadores que hayan ingresado a la plantilla de personal de la empresa a partir del 1° de enero del 2003, siempre que se demuestre fehacientemente que dicha nómina sea superior a la vigente al 31 de diciembre de 2002.

Dicho esto, lo importante es aportar la fundamentación política acerca de por qué el Poder Ejecutivo recurre a un instrumento de estas características. En ese sentido, voy a hacer mención a varios aspectos. En primer lugar, el artículo 1° de la ley original 25.561, luego modificada por la 25.790, que establece la facultad del Poder Ejecutivo para la renegociación de los contratos, y luego la 25.820, con la suspensión de la vigencia de determinado tipo de artículos y modificación de otros, definitivamente establecían cuatro puntos que resulta absolutamente necesario remarcar. En primer lugar, la emergencia pública se declaraba con el objeto de que se procediera a la reorganización o reordenamiento del sistema financiero, del sistema bancario y del mercado de cambios.

Ustedes saben que cuando se produjo el colapso de la convertibilidad monetaria, allá por diciembre de 2001, la fuga de depósitos había sido equivalente al 24 por ciento del total de depósitos del sistema financiero. En este sentido, es necesario recordar que en la gran depresión de Estados Unidos, el nivel de fuga de depósitos del sistema financiero equivalió al 19 por ciento. 

En la Argentina —lo reitero— llegó al 24 por ciento de los depósitos del sistema financiero y el total de depósitos entre pesos y dólares, en su máxima expresión allá por el 2000, fue de 105 mil millones de pesos/dólares que, como se dijo, disminuyeron a un monto aproximado a 64 mil millones de pesos/dólares cuando se dio el pico de la crisis.

Por lo tanto, a partir de allí se tomaron una serie de medidas destinadas a resolver los problemas de iliquidez manifiesta del sistema financiero. 

No solamente hubo fuga de depósitos, sino también fuga de divisas y una reducción del stock de reservas que, en el caso de nuestro país, ascendían a un nivel de 34 mil millones de dólares y pasó a casi 8 mil millones de dólares en el primer semestre de 2002.

La magnitud de la crisis combinó una abrupta caída del sistema financiero con la instauración del Decreto 1570/01, que planteó la vigencia de un "corralito" que, como sabemos, derivó en condiciones adversas del circulante monetario, en la interrupción del flujo de pagos y, obviamente, en el virtual incumplimiento del proceso contractual, porque la interrupción de la cadena de pagos implica, desde el punto de vista unilateral por parte del deudor respecto del acreedor, el incumplimiento de las condiciones contractuales de este. Además, un acreedor que a su vez es deudor de otro acreedor genera también una ruptura generalizada en el sistema de vigencia de los contratos.

En segundo lugar, el sistema bancario, a raíz de esta crisis de carácter estructural, tuvo una pérdida marcada de confianza, lo que se reflejó en  caída de depósitos, crisis de liquidez y crisis estructural de solvencia. 

La crisis de solvencia, a su vez, genera una fuerte disminución desde el punto de vista patrimonial, por un doble efecto: la imposibilidad de pago por parte de los deudores con el sistema financiero y la necesidad de las entidades bancarias de efectuar ajustes en sus balances a través de cuentas de previsión, que son regularizadoras de activos, que disminuyen el activo y, obviamente, generan una caída del patrimonio. 

Esa caída del patrimonio, que se establece en condiciones de solvencia que dificultan el funcionamiento de las entidades, y la iliquidez e insolvencia generaron una ruptura generalizada en su funcionamiento.

Por ende, a partir de enero de 2002, se aplicaron sucesivas medidas desde el punto de vista financiero. Por un lado, se evitó la caída abrupta y generalizada de todo el sistema bancario, porque durante la década del 90 se planteó que el Banco Central de la República Argentina dejaba de ser prestamista de última instancia para ser sustituido por una banca extranjera capaz de intervenir activamente desde el punto de vista de la solvencia patrimonial de las entidades.

Consiguientemente, lo que ocurrió es que se dio una crisis basada en una política pasiva desde el punto de vista monetario y en  la incapacidad efectiva de regulación por parte del Banco Central de la República Argentina en términos de prestamista de última instancia, aunque conservando un mecanismo de intervención vinculado fuertemente a seguros hechos con fondos del exterior para cubrir eventuales corridas.

Lo que hizo la ley de emergencia fue modificar la Carta Orgánica del Banco Central de la República Argentina a fin de devolver a dicha entidad su condición de prestamista de últina instancia. Además, el ente monetario instrumentó un sistema de redescuentos que, principalmente, estuvo direccionado al sistema bancario público con el objeto de resolver problemas de marcada iliquidez del Banco de la Nación Argentina, Banco de la Provincia de Buenos Aires, muchas entidades de carácter provincial y, subsidiria y colateralmente, de otras entidades del sistema financiero por casi 22 mil millones de pesos. Ello, obviamente, produjo una fenomenal expansión monetaria, lo que indujo un incremento en la tasa de inflación.

Por lo tanto, lo que hoy observamos es que los redescuentos están en proceso de recuperación por parte del Banco Central de la República Argentina; que este banco ha instrumentado un programa monetario que se cumple regular y eficazmente; que la tasa de inflación, que sufrió un fuerte incremento en el primer semestre de 2002, ha tenido un nivel de estabilización desde el punto de vista monetario que generó una tasa de inflación del 3,7 por ciento en 2003 y que en 2004 se prevé llegará a menos del 6,5 por ciento; y que la República Argentina ha trabajado con un programa monetario extremadamente prudente, no dejándose encandilar ni llevar por programas tipo el inflation targetin per se, adecuándose a un sistema de metas y pases monetarios compatibles con la tasa de inflación.

Por lo tanto, un primer mecanismo de reordenamiento del sistema financiero se está generando.

Las entidades bancarias, que en la década del 80 —cuando reinaba la "patria financiera" en la Argentina— eran cerca de 1.000, hoy llegan aproximadamente a 97 y están en un franco proceso de recuperación, en cuanto al nivel de otorgamiento de créditos. Asimismo, han recuperado sustancialmente la tasa de depósitos, a pesar de que éstos aún permanecen estancados, porque se ha incrementado fuertemente el volumen de depósitos del sector público en virtud de la estrategia de superávit fiscal implementada.

También hemos tenido una normalización del sistema cambiario. Teníamos que salir de una convertibilidad que rigió durante once años con un esquema de un peso equivalente a un dólar y, en una primera fase, se autorizó al Poder Ejecutivo a llevar dicha paridad a 1,40. Este esquema cambiario después pasó de un tipo de cambio dual, en el mes de enero, a un mercado unificado de cambios libre y flotante. Nosotros planteamos un proceso de intervención del Banco Central, el cual debía ser reorganizado, dado que su departamento de cambios había sido diezmado en períodos anteriores. Es decir, había que volver a tener un Banco Central con capacidad para ser prestamista de última instancia, para regular el flujo monetario, para expandir prudentemente la base monetaria y para recuperar la dinámica del funcionamiento del sistema económico de la Argentina. Ciertamente, muchas de estas cuestiones se han logrado, con mucho esfuerzo.

En segundo lugar, teníamos una tasa de desocupación equivalente al 23 por ciento. Contabilizando obviamente un financiamiento adicional de programas sociales que llega casi a 3.800.000.000 de pesos —que financia principalmente el programa "Jefes y Jefas de Hogar"—, ha pasado a una tasa de aproximadamente 14,7 por ciento, llegando inclusive en agosto último al 13,8 por ciento. Inclusive, la perspectiva para diciembre, manteniéndose la tasa de crecimiento del producto bruto interno, es que dicha tasa pase al 12,5 por ciento. De todos modos, la meta gubernamental es que la tasa de desempleo siga bajando y sea inferior a dos dígitos.

También nos parece muy importante destacar que nuestro país se encuentra en un proceso de reestructuración de su deuda pública. El stock total de deuda asciende a 178.000.000.000 millones de dólares. Prácticamente, la mitad es deuda de carácter performing, es decir,  que la Argentina cumple regularmente en materia financiera. Y respecto de la otra parte de la deuda, que en principio estaba cuantificada en 94.000.000.000 de dólares, se ha planteado un proceso de selección de casi 82.000.000.000 de dólares con un descuento equivalente al 75 por ciento, con el objeto de hacer cumplibles esas obligaciones por parte del Estado nacional. Ese proceso se inició con la suspensión unilateral de pagos de diciembre de 2001 y comprende las recientes inscripciones ante la Securities and Exchange Comissions of New York y ante las comisiones de valores de los principales países del mundo, a partir de lo cual se emiten las monedas de deuda respectivas. Destaco que esta operación es la de mayor complejidad que ha tenido la República Argentina en su historia y, también, la de mayor magnitud a nivel mundial.

Tenemos que admitir que el Poder Ejecutivo ha tenido las facultades correspondientes para este proceso de reestructuración de deuda, que ha llevado adelante con absoluta realidad y defendiendo el interés nacional. Se trata de una reducción de deuda compatible con la capacidad de pago del país. Obviamente, sustituir 152 bonos por una simplificación que en principio llega a 3 y que después se irá adecuando en virtud de incorporaciones adicionales vinculadas con capacidad de crecimiento de producto interno bruto y otros menúes adicionales para hacer atractivo el proceso de canje. Inexorablemente, es un impacto muy positivo, porque va a permitir que nuestro país tenga certidumbre respecto del flujo total de servicio de deuda pública, contabilizando capital e intereses a pagar por año, y esto va a facilitar el proceso de reinserción internacional de la Argentina. 

También señala un camino para la reestructuración de deuda privada que en su mayoría, casi el 50 por ciento, aún no ha sido reestructurado; fundamentalmente, en aquellas empresas argentinas cuyas obligaciones financieras las tienen en el exterior. Obviamente, el sendero de negociación de la deuda pública genera también un efecto colateral respecto de la renegociación de la deuda privada.

Por eso considero que este es un aspecto clave para que nosotros mantengamos la emergencia pública en manos del Poder Ejecutivo respecto de la reestructuración de la deuda.

También está en proceso la reestructuración de los contratos de las empresas que han sido privatizadas y concesionadas. Estamos hablando de un número total de contratos equivalentes a 64, algunos de los cuales, por incumplimiento, han sido tomados por el Estado. Por ejemplo, los caso del Correo Argentino y del Ferrocarril General San Martín, que fueron rescindidos. También es importante que dentro del resto de los contratos ha habido un equivalente a 12 que correspondían a concesiones viales, a cuyo vencimiento al 31 de octubre del año 2003 fueron nuevamente concesionados a través de una nueva modalidad. Así, de un total de prácticamente 58 contratos, muchos de los cuales están en un proceso de reestructuración, en lugar de poder cumplir satisfactoriamente la preservación del interés público nacional, hemos tenido una aprobación con observación de  acuerdo parcial con Aguas Argentinas. 

Como miembros de la Comisión de Renegociación de Contratos de Obras y Servicios, hemos participado de la audiencia pública para el contrato de Ferrosur. Estamos planeando activamente intervenciones en el proceso de audiencias públicas y haciendo las observaciones que creemos pertinentes para garantizar que la renegociación de contratos sea compatible con un programa de inversiones que mejore la oferta de bienes y servicios para el país. En segundo lugar, para garantizar que las tarifas no afecten a los sectores de menores ingresos. Tercero, para garantizar un modelo de calidad de la prestación de servicios que sea equivalente a las demandas que tenga la sociedad argentina hacia el futuro y para que las empresas puedan producir más y mejor. Obviamente, estas condiciones de  regulación, de participación de los entes reguladores, de transparencia del proceso, de calidad de la inversión y  calidad de la prestación de servicios constituyen parámetros adecuados para su funcionamiento.

Tenemos avances significativos en terminales portuarias, en terminales de carga, en materia de transporte de electricidad y gas. Creemos que el Poder Ejecutivo está en una fase que va a permitir la renegociación de contratos, muchos de los cuales son complejos por su característica intrínsecas. Por ejemplo, hay 22 contratos que pertenecen al rubro de electricidad y gas  que involucran a todo el sistema de generación, de transporte y distribución; muchos de ellos están también en estado avanzado del proceso de negociación. Por lo tanto, así como creemos que es absolutamente indispensable la facultad que tenga en materia de emergencia pública el Poder Ejecutivo para la reestructuración de la deuda, también debe tenerla para la reestructuración de contratos; también es importante tenerla para la emergencia social.

La Argentina ha tenido un colapso desde el punto de vista social, un incremento de la inequidad distributiva del ingreso. En 1974 teníamos una relación entre el decil más pobre y el decil más rico de entre 8 a 10 veces; en materia de diferencia de ingresos, pasamos a 46 veces en el primer semestre del año 2002, como consecuencia del incremento de la tasa de inflación y el congelamiento de la tasa de salarios. Esto ha tenido un decrecimiento significativo en 2003 de 36 veces y tiende a ser de 28 veces en 2004, contabilizando un mejoramiento en el espectro distributivo del menor decil de ingreso. Pero aún, la República Argentina necesita un gran esfuerzo desde el punto de vista de la emergencia social para bajar el índice de pobreza, que si bien se proyecta bajar de casi 54 por ciento a 44 por ciento, todavía se considera un índice extremadamente alto; del mismo modo que aún perduran como muy elevados los índices de indigencia, que expresan una disminución del 24 por ciento a casi el 14 por ciento. 

Entendemos que la emergencia social requiere de facultades de intervención por parte del Poder Ejecutivo, con el objeto de asignar eficazmente múltiples estrategias e instrumentos que posibiliten actuar focalizada y universalmente en un aspecto clave para el mejoramiento con relación a la pobreza y a la indigencia. En este sentido, hay recursos que se destinan para emergencia alimentaria y para la construcción de viviendas. Llegar a un proceso de construcción de viviendas, entre 100 y 120 mil, con recursos del Fondo Nacional de la Vivienda más recursos complementarios de la Nación, para el año próximo, será una meta extremadamente ambiciosa por el efecto multiplicador en la generación de empleo y por la mejora en el acceso de las familias a un hogar en condiciones razonables de habitabilidad.

También entendemos que el concepto de emergencia social debe mantenerse e incorporarse claramente.

En cuanto al tema de la emergencia laboral, lo hemos explicado inicialmente. Existe un elemento innovador y es que todos los trabajadores incorporados a partir del 1 de enero de 2003, a empresas cuya plantilla de personal —en cada empresa— sea superior a la vigente al 31 de diciembre de 2002, tienen el mismo régimen indemnizatorio del artículo 245 de la ley 20.744, de contrato de trabajo, y modificatorias. Esto genera certidumbre para la generación de empleo de largo plazo.

Con respecto a los vigentes con anterioridad, se establece el régimen de indemnización agravada. El actualmente vigente es equivalente al 80 por ciento. Por eso entendemos que es muy importante mantener estas condiciones.

También quiero transmitir un marco para la discusión desde el punto de vista jurídico en algunos aspectos y, después, desde el punto de vista político, para cerrar mi participación.

Respecto de la discusión desde el punto de vista jurídico, entendemos claramente que la emergencia tiene que ser determinada por el Congreso de la Nación. Y es el legislador quien debe interpretar las condiciones a partir de las cuales se permite, efectivamente, identificar la emergencia y la aplicabilidad razonable de esta norma para su ejercicio por parte del Poder Ejecutivo.

Entendemos que la emergencia pública debe tener un carácter temporal y que inexorablemente el Congreso debe tener la responsabilidad de un efectivo ejercicio de control respecto de estas facultades que se delegan circunstacialmente, por un plazo determinado. Este control no puede ser delegado de ningún modo.

En este sentido, me parece pertinente leer un párrafo del dictamen del procurador general de la Nación, en oportunidad del fallo de la Corte Suprema de Justicia “Bustos, Alberto Roque y otros contra el Estado nacional y otros” sobre recurso de amparo. Este último fallo es el que dio origen a criterios interpretativos con respecto a la pesificación. 

El procurador general de la Nación dice: "La legislación de emergencia responde al intento de conjurar o atenuar los efectos de situaciones anómalas, ya sean económicas, sociales o de otra naturaleza, y constituye la expresión jurídica de un estado de necesidad generalizado, cuya existencia y gravedad corresponde apreciar al legislador sin que los órganos judiciales puedan revisar su decisión ni la oportunidad de las medidas que escoja para remediar aquellas circunstancias, siempre, claro está, que los medios arbitrados resulten razonables y no respondan a móviles discriminatorios o de persecución contra grupos o individuos." Este es el fallo que está en el tomo 269, página 416. 

Y en este sentido, la Corte Suprema ha declarado reiteradamente que los derechos no son absolutos, que las leyes no pueden desconocer garantías individuales o restricciones constitucionales, que la emergencia no suspende garantías constitucionales. Al respecto tenemos una opinión doctrinaria de Araoz Lamadrid y de Julio Oyhanarte. 

Pero, fundamentalmente, quiero rescatar un dictamen del procurador general de la Nación, del 6 de septiembre de 1934, el doctor Horacio Larreta, que enumeró cuatro requisitos para la aplicación de la ley de emergencia. Primero, la existencia de una situación de emergencia que imponga al Estado el deber de amparar los intereses vitales de la comunidad. Segundo, la ley tiene la finalidad legítima de proteger los intereses generales de la sociedad y no los individuales. Tercero, la existencia de una moratoria razonable, con alivio justificado por las circunstancias. Cuarto, una duración temporal. 

Entonces, cuando uno hace mención a una ley de emergencia, debe aludir a atributos muy claros y concretos. El atributo de la duración o temporalidad; el atributo del alivio de la situación, porque se produce un colapso en el funcionamiento del sistema político, económico y social; el atributo de la protección del interés general, porque no se puede aplicar una ley de emergencia para proteger un interés individual, de algunos miembros de una comunidad, que tienda a generar la percepción de actitud discriminatoria; el atributo que reconoce como rol del Estado el de amparar a los ciudadanos que se ven en situaciones de estas características.

Por lo tanto, si nosotros hacemos hincapié en lo que ocurrió en nuestro país en 2001 y el uso de esta herramienta en materia de emergencia pública, observamos que gran parte de los objetivos se han cumplido, pero parte de ellos aún están pendientes. Y a nadie escapa que este proyecto de ley de emergencia debe generar quizás el último debate posible en el transcurso de este año hacia el próximo. El año que viene tendremos que analizar meticulosamente las razones que oportunamente ameriten o determinen la suspensión parcial o total antes del plazo de vigencia de esta iniciativa.

Me parece que es muy importante que tengamos la posibilidad de cerrar un debate respecto de nuestro país en términos de la aplicabilidad de un modelo sustentable a largo plazo. Todavía quedan los estertores de esta discusión. Todavía existen ahorristas protestando contra los fallos de la pesificación. Todavía existen deudores hipotecarios que siguen pugnando por mecanismos más flexibles para cumplir con sus obligaciones. Todavía existe en nuestro país la imposibilidad fáctica de lograr acuerdos entre partes que permitan solucionar razonablemente cuestiones que todavía la crisis no ha podido superar.

Obviamente, si desde el Estado solamente se atiende al interés sectorial o particular de determinados grupos de acción o interés, se debería pensar en una solución imposible. Y la solución imposible hubiese sido que los bancos restituyeran a los ahorristas los depósitos en dólares en la moneda de origen; que a los deudores que tenían deudas en dólares con el sistema financiero o acreedores privados, ellas les fuesen pesificadas sin ningún tipo de cláusula indexatoria, de actualización o de repotenciación de carácter inflacionaria; y que a su vez esto no tuviera ningún costo fiscal para el Estado. De manera tal que sería impracticable o inaplicable el óptimo paretiano, porque este claramente indica que para que alguien se beneficie, otro se tiene que perjudicar.

Lamentablemente en una situación de estas características, cuando se produce una irrupción en el sistema económico, hay una enorme generación de perjuicios por este proceso de interrupción en la cadena de pagos, que hace virtualmente imposible el cumplimiento de contratos y que, objetivamente, hace imposible el funcionamiento adecuado del sistema económico desde su propia esencia.

La convertibilidad establecía una condición necesaria y suficiente; y no se pudo cumplir satisfactoriamente. La condición necesaria e imprescindible de su funcionamiento era no incurrir en un déficit fiscal financiable vía endeudamiento, que generara hiper endeudamiento y, naturalmente, la incapacidad de acceso a nuevo financiamiento por parte del Estado. Esto originó lo que tuvimos como consecuencia muy clara, concreta y directa. 

Entonces, hoy estamos en un país donde tenemos fundamentos sólidos de política macroeconómica.

Tenemos solvencia fiscal. Si se toman los últimos treinta y cuatro años de la República Argentina, se podrá observar que por primera vez tenemos superávit fiscal y financiero en dos ejercicios en forma consecutiva: 2004 y, seguramente, 2005.

Si tomamos la evolución del Producto Interno Bruto, observaremos que en catorce años de los últimos treinta hemos tenido caídas del Producto y, además, tres crisis, cada una de las cuales produjo una más larga y  mayor caída de él. La crisis entre los años 1980 y 1983 produjo una caída del Producto del 5 por ciento; la caída del Producto entre 1988 y 1991 fue equivalente al 10 por ciento; y la última caída —entre 1998 y 2002— fue del 20,9 por ciento.

Además, en los tuvimos treinta años tuvimos uno de los períodos más prolongados de retraso cambiario, casi diecisiete años. Esto generó, inexorablemente, una acumulación de endeudamiento público y un colapso en el funcionamiento del sistema económico.

Actualmente, contamos con un presidente que ejerce autoridad política, liderazgo político y capacidad de conducción, condición sine qua non para lograr un salto cualitativo en el funcionamiento y el mejoramiento de la calidad institucional.

Hoy tenemos un sistema económico con fundamentos sólidos desde el punto de vista fiscal, monetario y cambiario, con un tipo de cambio competitivo alto y sostenido. Hemos mejorado el volumen total de exportaciones, y tenemos solvencia respecto de dos déficit —el fiscal y el comercial—, los que ahora se han transformado en superávit comercial y fiscal y capitalización de volumen de reservas.

En nuestro país las reservas habían caído a casi 8 mil millones de dólares, y actualmente superamos los 19 mil millones de dólares, aun habiendo pagado casi 9 mil millones de dólares a organismos multilaterales de crédito. Es decir que hemos recuperado prácticamente todo el volumen de divisas y de reservas que habíamos perdido desde la crisis a la fecha.

En consecuencia, si tenemos condiciones políticas y económicas y somos capaces de mejorar la distribución del ingreso —tanto desde el punto de vista espacial como funcional—, inexorablemente generaremos las condiciones para convertirnos en un país con crecimiento de largo plazo y donde la emergencia seguramente quedará guardada en el baúl de los peores recuerdos y no en el de los mejores.

Por eso considero que debemos ir cerrando este debate respecto de la pesificación, dolarización o lo que fuera. La Argentina está en un proceso de funcionamiento a largo plazo.

Hemos planteado una reforma en el sistema judicial, a los efectos de que funcione más eficaz y eficientemente. Definitivamente, necesitamos que el sistema financiero sea capaz de financiar la inversión privada, la pública y el crecimiento de la economía. Necesitamos renegociar los contratos para tener un programa claro de inversiones, porque si la Argentina no tiene una capacidad de generación de oferta de bienes y servicios —tanto del sector público como del privado— puede tener problemas de competitividad e impacto a nivel de precios.

Y, por supuesto, necesitamos tener solvencia a largo plazo para que la capitalización de reservas sea producto del superávit fiscal combinado con capacidad de expansión monetaria, sin que se produzca inflación.

Esos son los argumentos más claros hacia el futuro. Creemos que las cuestiones pendientes han sido descriptas. Y respeto profundamente a la oposición política cuando plantea sus disidencias, aun cuando no comparto sus razones o fundamentos.

Creemos necesario efectuar un agregado a la redacción original —cuando se plantee la votación en particular lo manifestaré explícitamente-, y aprovecho esta oportunidad para darlo a conocer en términos generales.

Nosotros incorporaremos un elemento adicional al artículo 1 para que queden explícitas las facultades del Poder Ejecutivo para la renegociación de los contratos de empresas privatizadas. Por eso agregaremos la prórroga por igual lapso de las disposiciones de la ley complementaria 25.790 de emergencia económica. Y, en segundo lugar, agregaremos la prórroga del estado de emergencia sanitaria. fundamentalmente a partir del decreto 486/02 y hasta el último, que es el 756/04 —de necesidad y urgencia—, porque entendemos que subsisten las razones o los fundamentos que indican esta emergencia sanitaria.

Esta emergencia sanitaria permite que el Estado nacional pueda transferir bienes de capital a las jurisdicciones provinciales para fortalecer su accionar en materia sanitaria; esta emergencia sanitaria permite la vigencia de un programa médico obligatorio de emergencia; esta emergencia sanitaria establece explícitamente que la Superintendencia de Salud, con los actores sociales correspondientes, debe elaborar el programa médico obligatorio de carácter permanente y estructural.

También se establecen mecanismos para la suspensión de medidas cautelares, preventivas o ejecutivas contra los actores del sistema y, fundamentalmente, la suspensión de la ejecución forzada de créditos fiscales por parte de la AFIP. Ello es así porque existen condiciones de funcionamiento por parte de prestadores de los distintos sistemas de prestación de servicios de salud que están siendo profundamente afectados aun como consecuencia de la crisis. 

Esta emergencia sanitaria ha sido muy buena garantizando la accesibilidad de servicios médicos; la vigencia del programa médico obligatorio de emergencia; la accesibilidad de la provisión de medicamentos a través del programa Remediar; los mecanismos que permitieron la aplicación de genéricos para reducir costos; y la accesibilidad del sistema de prestación médica. Por lo tanto, entendemos —esto también a instancias del Poder Ejecutivo— que es necesario prorrogar esta emergencia sanitaria.

Del mismo modo vamos a propiciar para aquellos procesos de reestructuración final de las empresas, en materia de concursos y acuerdos extrajudiciales, la reducción de las tasas judiciales. Entendemos que las pequeñas y medianas empresas que en el país están siendo objeto de procesos de renegociación concursal o de acuerdos preventivos extrajudiciales no tienen que tener barreras adicionales de acuerdos con tasas que efectivamente sean leoninas y que perjudican la posibilidad de hacer acuerdos. En estos momentos, muchas empresas pueden generar trabajo y garantizar horizontes y condiciones de certidumbre.

Por eso, señor presidente, por todas las cuestiones y la base de argumentaciones que he planteado con rigurosidad analítica y con detalle, nosotros entendemos que es absolutamente necesario que este Congreso de la Nación; que este Senado de la Nación apruebe esta iniciativa por parte del Poder Ejecutivo, con sus agregados correspondientes, con el objeto de determinar la prórroga de la emergencia hasta el 31 de diciembre de 2005.

Sr. Presidente (Guinle).. — Tiene la palabra el señor senador Sanz.

Sr. Sanz. — Señor presidente: la primera resistencia de nuestro bloque con el tratamiento de este proyecto tiene que ver con oponernos a analizarlo aisladamente, como si fuera un instrumento que no tiene que ver con otras herramientas que existen hoy en la institucionalidad de nuestro país. Cuando escuchamos las defensas que se han vertido respecto de la ley de emergencia, nos pasa lo mismo que nos ocurrió cuando en la última visita del jefe de Gabinete a este recinto se hablaba de los superpoderes del presupuesto nacional también como una herramienta aislada.

Nosotros vamos a coincidir en que esta es una cuestión que tiene muchísimo más de político —y, por lo tanto, los argumentos tienen que ser políticos— que de económico, más allá de la profusa información de datos y de cifras que el miembro informante nos ha aportado. Y decimos que tiene muchísimo más que ver con lo político porque —reiteramos— esta no es una cuestión que pueda analizarse en la Argentina de noviembre de 2004 en forma aislada sino que, a nuestro juicio, tiene que analizarse dentro de lo que nosotros denominamos un verdadero trípode jurídico institucional que está compuesto por los decretos de necesidad y urgencia que prescribe el artículo 99, inciso 3., de la Constitución reformada en 1994; la ley de emergencia que hoy estamos tratando; y los superpoderes o facultades extraordinarias en cabeza del jefe de Gabinete, que en el presupuesto del año en curso están contenidos en el artículo 13 y en el proyecto que acaba de ingresar en el Senado, aprobado por la Cámara de Diputados la semana pasada, figuran en el artículo 11.

Si uno tuviera que hacer una suerte de orden de méritos o de ranking de estas tres deformaciones del sistema republicano creo que el más adecuado es el que he mencionado. En primer lugar, por su capacidad de daño y su potencia se encuentran los decretos de necesidad y urgencia, de los cuales se hace uso y abuso, mientras este Congreso permanece impasible en su obligación de reglamentar. Diez años llevamos sin reglamentarlos, desde la reforma constitucional de 1994. En segundo lugar, inmediatamente más abajo y casi en una misma potencia, la ley de emergencia que hoy estamos discutiendo y los superpoderes contenidos en el artículo 13 de la ley de presupuesto vigente o en el artículo 11 de la futura ley.

Todas estas herramientas tienen un mismo beneficiario —aunque en los términos que estoy pronunciando este discurso, más que beneficiario, podríamos decir victimario—, y tienen una única víctima que es este Poder Legislativo del cual nosotros formamos parte.

 Ningún gobierno democrático en la República Argentina ha concentrado en sus manos tres herramientas tan potentes como lo hará esta administración el año que viene, si es que hoy se sanciona la prórroga de la ley de emergencia, en lo que queda del año se sanciona el presupuesto para el año que viene con los superpoderes contenidos en el artículo 11, y si seguimos sin reglamentar los decretos de necesidad y urgencia.

Haciendo un repaso somero de los gobiernos democráticos desde 1983 a la fecha,  y analizando las posibilidades que han tenido de utilizar estas tres herramientas, observaremos que desde 1994 todos los gobiernos prácticamente tuvieron decretos de necesidad y urgencia sin reglamentar, haciendo absolutamente todos ellos uso y abuso de estos decretos, aunque quizás el que más abuso ha hecho es este gobierno, el actual, que tiene el récord en cuanto a la cantidad de decretos de necesidad y urgencia en función del tiempo que lleva en la gestión: a la semana pasada creo que eran 105, pero esta cifra va cambiando semana tras semana. 

Algunos de esos gobiernos tuvieron, además, cierto tipo de emergencia. Es verdad. En algunos momentos hubo una emergencia que estuvo centralizada en la crisis del sistema previsional y prácticamente todas las herramientas de la emergencia iban dirigidas a solucionar esa crisis, gozando al mismo tiempo de superpoderes sin sujeción a la ley de administración financiera. Otros gobiernos tuvieron decretos de necesidad y urgencia y emergencia, pero superpoderes sujetos a la ley de administración financiera. 

Reitero un concepto: decretos de necesidad y urgencia sin reglamentar, emergencia amplísima como nunca la ha habido ni se ha votado en este país y superpoderes sin sujeción a la ley de administración financiera y sin sujeción a la ley de responsabilidad fiscal que hace apenas tres meses votó este Congreso, no los ha tenido ningún gobierno democrático en la historia de la República Argentina. Esto es lo que va a tener este gobierno el año que viene, reitero, si votamos todas estas cosas. 

Después de este análisis, la pregunta surge de manera inmediata. ¿Se justifica, señor presidente, en esta Argentina de noviembre del año 2004, semejante desequilibrio institucional? ¿Es razonable que en esta Argentina de hoy exista semejante concentración de poder? Creo que hay dos niveles de respuestas a esta pregunta, que tienen que ver con qué lado del mostrador nos ponemos para responderla. Yo trataré de ponerme primero del lado del mostrador del gobierno. Aclaro, para salvarme de alguna ironía que pueda ocurrir después de mis palabras, que no me cuesta ponerme en el rol del gobierno porque pertenezco al radicalismo de Mendoza, que es gobierno en mi provincia desde hace varios años. Además, es una provincia que ha hecho y hace gala durante toda la historia de la institucionalidad argentina de tener suficiente madurez, que se traduce en pluralismo, en respeto por las instituciones y en división de poderes. Por lo tanto, no me cuesta ni me siento incómodo al ponerme en la vereda o mostrador del gobierno para analizar esta cuestión.

Desde ese lado del mostrador y desde ese gobierno, me hago la siguiente pregunta: ¿existen razones económicas para solicitar esta emergencia? Las razones de que no las hay no las doy yo sino que acaba de darlas el propio ministro de Economía el doctor Lavagna, hace escasos días en el cierre del Coloquio de IDEA en Mar del Plata. Los invito a que lean con detenimiento el discurso del ministro Lavagna. Es una pieza económica intelectual de mucha valía. Le reconozco personalmente al ministro de Economía que ha sido un muy discurso, una muy buena pieza que define con claridad la Argentina que vivimos en los últimos tiempos, la Argentina que estamos viviendo hoy. Fundamentalmente fue un mensaje hacia ese sector de los empresarios, pero también un mensaje para toda la sociedad argentina, incluidos los que estamos sentados en estas bancas, un mensaje para la Argentina del futuro.

En esas propias palabras de Lavagna está el argumento de que hoy no hay razones económicas para mantener una ley de emergencia que tenía razón de ser y sustento en enero de 2002, cuando era otro el país que se vivía, y no el de la Argentina de noviembre de 2004.

El ministro, bajo el lema "este es el momento", y tratando de convocar al empresariado nacional y, reitero, a todos nosotros, hizo un meduloso análisis de esa Argentina  del 2002, que casualmente también tuvo que transitar en ese mismo cargo. Dijo algunas frases que me parece importante rescatar. Dijo, por ejemplo, que hoy sin simplificar y sin ignorar la enorme tarea que hay por delante, la situación es radicalmente diferente. Hoy podemos hablar seriamente —dijo— del mediano plazo. Hacía mucho tiempo que un ministro de Economía no hablaba del cortísimo plazo, que no hablaba de ayer, en vez de hablar de hoy o de mañana. 

Siguió diciendo el ministro: La realidad actual y las tendencias nos habilitan hoy, en cada uno de los casos o de las variables, para mirar decididamente hacia adelante y —haciendo un reconocimiento— esto ha sido el logro no de un gobierno ni de una política sino de la sociedad argentina toda, lo que la sociedad argentina ha alcanzado, saliendo de una crisis de dimensiones históricas. Habló de "normalidad " económica, y puso el acento también en la "normalidad" institucional. Terminaba su discurso el ministro Lavagna diciendo: La nuestra debe ser la gesta de la normalidad. Y parafraseando al presidente Roca, terminaba diciendo: Este es un momento de paz y de administración.

No voy a ingresar en la contraposición o en la pelea de los números o de la situación económica reflejada en datos o cifras. Voy a compartir la que ha dicho el miembro informante porque reflejan la realidad económica de la Argentina actual, por más que podamos tener algunas diferencias hacia atrás o hacia adelante. Lo que quiero transmitir es que de boca del propio ministro de Economía de la Nación hoy no hay razones económicas, porque estamos viviendo una situación de "normalidad" económica y tratando de llegar  SEQ CHAPTER \h \r 1a la normalidad institucional para que se justifique la prórroga de una ley de emergencia que, repito, tenía su razón de ser en enero de 2002, por no la tiene en noviembre de 2004.

Es más, cuando uno de los periodistas que estaban presentes en el coloquio le formuló al ministro Lavagna la misma pregunta que nos hacemos nosotros, es decir,  por qué razones se persistía en la prórroga de la ley de emergencia, el ministro contestó que ello era necesario fundamentalmente para atacar dos cuestiones centrales: una era la reestructuración de la deuda externa, que es una materia pendiente, y la otra era la cuestión ocupacional. Pues bien, señor presidente, para ninguna de esas dos cosas es necesario prorrogar esta ley de emergencia.

Para reestructurar la deuda externa —y este es un tema harto discutible desde el punto de vista constitucional— el gobierno ha tenido, tiene y tendrá todas las herramientas sin necesidad de ley de emergencia, para poder llevar adelante algo que se considera que es parte de la matriz de la administración. Y esto sin perjuicio de las facultades que asisten a este Congreso y que tienen que ver con ser informado permanentemente y tener la última palabra en cuanto al resultado último de la renegociación de la deuda externa.

No hace falta esta ley de emergencia para ninguna de las cuestiones vinculadas a la reestructuración de la deuda externa. El gobierno tiene todos los elementos para actuar con la celeridad que quiere imprimirse a este proceso a partir de los argumentos que hay para votar la prórroga de esta ley de emergencia. 

En materia ocupacional le quiero informar, señor presidente, que hace muy pocos días ha ingresado a este Congreso un decreto de facultades delegadas, dictado en función de la ley de emergencia que hoy estamos prorrogando —el decreto 1506/04— por el cual se prorroga hasta el 31 de diciembre de 2005 la emergencia ocupacional nacional y la vigencia del Programa Jefas y Jefes de Hogar. La pregunta es que si en base a la ley vigente —25.561, prorrogada hasta el 31 de  diciembre de este año— se ha prorrogado la emergencia ocupacional por todo el 2005, resulta  necesario prorrogar toda la ley si, como ha dicho el propio ministro, era esta una de las cuestiones centrales. Ya tiene el gobierno con este decreto la posibilidad de abocarse a la emergencia ocupacional, porque es el instrumento que así lo habilita a través de las facultades que le fueron oportunamente delegadas. 

No me voy a quedar sólo con la opinión del ministro Lavagna, aunque me parece la más autorizada de todas porque hace al corazón de la emergencia. 

En todos los diarios de ayer —y tengo en mis manos un recorte de El Cronista Comercial— el ministro Carlos Tomada, desde España, adonde fue para dar cuenta frente a inversores españoles de la situación laboral, dijo una frase que me parece lo suficientemente esclarecedora para saber de qué estamos hablando y en qué momento estamos hablando de emergencia. El ministro Tomada sostuvo ante los empresarios que la economía pasó de una situación de real emergencia a un escenario de emergencia ligth. ¿Cuál es el escenario de emergencia ligth? ¿Qué significa este término? No cabe acaso, por nosotros, preguntarle al ministro Tomada si a una emergencia light se le contraponen herramientas heavy, hablando en los mismos términos. Emergencia liviana pero herramientas pesadas; ¿eso es lo que se pretende? 

Estas son las contradicciones del propio gobierno, señor presidente. Dichos expresos de los propios ministros.

Pero vamos al otro plano; dejemos el plano económico y pasemos al plano legislativo, o político legislativo. No hay ninguna razón, y estoy hablando desde la vereda del gobierno, para tener esta concentración del poder legislativo en manos del Poder Ejecutivo, porque el Congreso está compuesto mayoritariamente en ambas cámaras por hombres y mujeres del partido oficialista.

En esta Cámara ha quedado demostrado que se tiene quórum propio para sesionar y para sancionar las leyes que solicita el Poder Ejecutivo. No hacía falta siquiera demostrarlo hoy; se ha demostrado en muchas otras ocasiones porque cada vez que el Poder Ejecutivo ha necesitado una norma, el Congreso, con mayoría absoluta del oficialismo, le ha respondido con una celeridad, disciplina y lealtad inusitadas. 

Entonces, si este es el dato objetivo de la realidad, la pregunta es por qué se insiste también en obtener una prórroga de la emergencia, en continuar con los decretos de necesidad y urgencia y en otorgar los superpoderes si el Congreso y las instituciones, funcionando como corresponden, le han otorgado al Poder Ejecutivo las herramientas legislativas que ha querido, cuando ha querido y como ha querido. 

Desde el plano jurídico tampoco hay razones porque conceptualmente la legislación de emergencia precariza la necesaria seguridad jurídica, que es uno de los elementos más importantes —diría que una de las columnas fundamentales— para recuperar no sólo la calidad institucional sino la imagen hacia adentro y hacia afuera.

Después de treinta y dos meses de emergencia, los tribunales y la doctrina se empiezan a pronunciar en contra de la situación de emergencia. 

No voy a tomar como base lo que el miembro informante ha traído como un elemento o argumento de la doctrina. No creo que para respaldar los argumentos en favor de la emergencia sea feliz traer a colación lo que el actual procurador general de la Nación piensa sobre ella y, fundamentalmente, en el controvertido fallo Bustos sobre pesificación de los depósitos. 

Ese no ha sido un fallo jurídico. Quienes tenemos algo que ver con el Derecho sabemos que desde el propio procurador general de la Nación hasta los ministros de la Corte que votaron afirmativamente han tenido que hacer firuletes jurídicos y gambetas jurídicas que tienen más que ver con una decisión política, opinable o no —no es el momento para dar argumentos—, que con argumentos que no son aplicables válidamente al debate de hoy para sostener jurídicamente la prórroga de la ley de emergencia.

En todo caso, habría que buscar en otros argumentos de la propia Corte; argumentos que tienen que ver con el fallo sobre la provincia de San Luis. Un caso en el que dicho Estado federal, luego de la devaluación, inició una demanda contra el Estado nacional por los fondos depositados a plazo fijo en el Banco de la Nación. 

La otra Corte, con otros argumentos, que se omiten decir porque pareciera que es mala palabra, tuvo conceptos que sí tienen que ver con la seguridad jurídica, con la institucionalidad y con otras de las falencias jurídicas que hoy se advierten en la conducta del gobierno. 

Quiero decir que la endeblez del tema de la emergencia es aceptada por el propio Poder Ejecutivo. Todos los decretos fundados en la ley 25.561 dictados en el 2004 están, al mismo tiempo, fundados como decretos de necesidad y urgencia por el artículo 99, inciso 3) de la Constitución Nacional.

La pregunta surge categórica y cae de plano: ¿por qué razón se funda al mismo tiempo un decreto en la ley de emergencia y también en los decretos de necesidad y urgencia? Porque el propio Poder Ejecutivo advierte que la ley de emergencia ya no sirve como argumento jurídico y que los tribunales del país ya se empiezan a pronunciar sobre la inviabilidad de la emergencia.

La Corte Suprema de Justicia ya lo dijo en el caso provincia de San Luis.  Y dijo todavía más; afirmó que los decretos que se fundaban al mismo tiempo en la emergencia y en el artículo 99 inciso 3 de la Constitución Nacional eran ilegales y sujetos a nulidad. 
Como el propio Poder Ejecutivo reconoce la fragilidad de la emergencia y necesita dotarla de peso, le ha agregado el tema del decreto de necesidad y urgencia. Pero también la anterior composición de la Corte se ha pronunciado en contra de la emergencia.

 En el plano político externo, en este momento en el cual la sociedad argentina está de alguna manera convulsionada por todas las visitas que va a recibir -que en buena hora espero lleguen al país con buenas noticias y con anuncios de inversiones que posibiliten  acompañarnos en una senda de progreso y crecimiento- y cuando hemos vivido algunas novelas con relación a ciertas inversiones, utilizando palabras del presidente de la Nación, ¿no es acaso un baluarte fundamental para generar esta imagen en el concierto de las naciones del mundo que empecemos a reconstruir la calidad institucional del país, algo que precisamente es una de las cosas en las que más se fijan quienes quieren invertir en la Argentina?

Estoy seguro de que también los inversores se fijan en muchas de las cosas que ha señalado el señor senador preopinante, porque en el mundo de la economía los números mandan. Pero en una Argentina que ha vivido todo lo que ha vivido, además se van a fijar en si somos capaces de reconstruir la institucionalidad, la calidad de las instituciones y, fundamentalmente, las reglas de juego claras.

En conclusión, mi bloque no encuentra desde el mostrador del gobierno razones económicas, políticas, jurídicas ni legislativas para que se pida esta prórroga absurda e injustificable de una emergencia que era lógica y racional en enero de 2002, pero no en este momento.

Y poniéndome ahora del otro lado del mostrador, quiero decir algo que tiene que ver con nosotros. Lamento que haya tan pocos señores senadores en el recinto, porque quiero formular una autocrítica que me corresponde a mí pero también a todos quienes formamos parte de este poder de la República; espero que los señores senadores que no se encuentran presentes estén siguiendo el debate a través de la televisión en sus despachos.

Efectivamente, lo que voy a decir tiene que ver con la vereda del mostrador de nosotros, de lo que significamos como legisladores de la Nación y de lo que significa este cuerpo, la Honorable Cámara de Senadores de la Nación, la cual no debe ser sólo honorable en los papeles, en la formalidad, en el título o en las pompas, sino también en sus actitudes, en sus comportamientos y en la asunción de sus responsabilidades.

Entonces, analizando la cuestión desde el lado del Congreso lo primero que me surge, aunque alguno se pueda molestar, es que lo que estamos por votar hoy constituye un verdadero acto de masoquismo institucional. Esta es la frase que se me ocurre que engloba mejor lo que estamos por votar, al igual que si votamos dentro de quince días los superpoderes a favor del Jefe de Gabinete o si seguimos sin reglamentar los decretos de necesidad y urgencia.

Y voy a señalar por qué hablo de masoquismo institucional...

Sr. Presidente (Guinle).. — Señor senador Sanz: le están solicitando una interrupción...

Sr. Sanz. — Señor presidente: voy a terminar mi discurso. Luego los señores senadores tendrán la oportunidad de expresar cuanto deseen.

Sr. Presidente (Guinle).. — Continúa en el uso de la palabra el señor senador Sanz.

Sr. Sanz. — Señor presidente: reitero, aun a riesgo de que alguien se moleste, que la Real Academia Española dice en su diccionario que el masoquismo es la perversión que consiste en gozar con verse humillado o maltratado por otro. Pido que me digan si existe alguna frase o palabra del diccionario de la Real Academia Española que sintetice con más claridad lo que nosotros estamos haciendo con nosotros mismos, con el Poder Legislativo de la Nación que todos hemos jurado defender.

¿Hasta cuándo vamos a convivir con esta hipocresía de sentirnos molestos cuando la gente nos desprecia en la calle y luego no hacer nada por recuperar el prestigio a partir de la asunción de nuestras propias facultades? Porque recuperar prestigio implica recuperar las facultades del Congreso y debatir en este recinto algo más que proyectos de comunicación, declaración o de homenaje, dicho esto con todo el respeto que me merecen, porque yo también presento proyectos de declaración o de comunicación. En cualquier lugar del mundo el Congreso es el lugar y el ámbito para discutir las cosas transcendentes de la República. Y todo lo que he escuchado hoy de boca del senador preopinante que tiene que ver con el país que viene, con el país que el presidente quiere liderar,  le digo que también nosotros queremos ser parte de ese país. También el Congreso tiene el derecho y la obligación de ser parte de la Argentina del crecimiento, del desarrollo, de la paz social, de la Argentina sin excluidos, de esta Argentina que mencionó el ministro Lavagna el otro día en Mar del Plata. Yo no encuentro absolutamente razón o argumento algunos para que el Congreso esté ajeno o permanezca ajeno a esta gesta de reconstruir el nuevo país; cada uno en su lugar y haciendo lo que la Constitución manda. El Poder Legislativo legislando, el Poder Ejecutivo administrando y el Poder Judicial aplicando la ley.

Voy a ir un poco más allá. Quiero llamar a la reflexión a todos los señores legisladores, porque de seguir así —y reitero, esto lo vamos a vivir el año que viene con la sumatoria de facultades extraordinarias— corremos el peligro de convertirnos  en una repartición. ¿Y sabe lo que pasa cuando la gente empieza a vernos como una repartición y no como una institución? La gente va a empezar a preguntarse si al ser una repartición no somos caros e ineficientes, y de ahí al siguiente paso, va a decir para qué sirve tener el Congreso de la Nación si no ejerce las facultades que les son propias. Y yo no voy a aceptar —esto lo digo con absoluto respeto, no lo escuché hoy; quizás lo voy a escuchar en algunos de los otros discursos pero sí lo he escuchado en alguna comisión—, que se haga reduccionismo político, que es una virtud del Partido Justicialista,  cuando ejerce el poder se encolumna detrás del presidente y en un acto de confianza absoluta le entrega estas facultades. 

Aunque algunos se molesten les digo que la lealtad de sentirse oficialista también se puede ejercer plenamente desde estas bancas sin perder absolutamente nada en el camino. Se puede ser oficialista, justicialista, leal y solidario con el gobierno acompañando con la votación en las leyes, como corresponde en una república, desde un Poder Legislativo que reabsorba sus facultades.

Señor presidente: este es un momento para tener muy en claro algunas frases o pensamientos que han marcado muchas huellas en nuestra larga y corta historia. Voy a traer a colación algunas opiniones.

Hace muchos pero muchos años, allá por 1854 alguien dijo: "En vez de dar el despotismo a un hombre es mejor darlo a una ley. Dad al Poder  Ejecutivo todo el poder posible pero dádselo por medio de una Constitución." Esto lo dijo Juan Bautista Alberdi en Las Bases y Puntos de Partida para la Organización Política de la República Argentina. Mucho más acá en el tiempo, mucho más acá en el tiempo, el 6 de enero del año 2002 cuando se discutía la Ley de Emergencia Económica que hoy estamos prorrogando en otra Argentina, alguien decía desde una banca: "No quiero dejar más mi vida y mi patrimonio y el del resto de los argentinos en manos de un funcionario que decida sobre estas cosas porque ya sabemos como ha sido la historia." Y agregaba: "También podría decir que no colocar en manos de un funcionario los intereses que nosotros tenemos que representar y por los que tenemos que velar hace también a la legitimidad de las instituciones."  Esto lo decía la senadora Cristina Fernández de Kirchner, y yo suscribo de pe a pa, de la A a la Z, absolutamente todo lo que figura en la versión taquigráfica del 6 de enero de 2002. 

Un poco más acá, alguien ha dicho parafraseando a Shakespeare la siguiente frase .Shakespeare escribió que peor que sobreestimarse es tenerse en baja estima:"En definitiva, ser protagonistas y no abúlicos peones de proyectos ajenos." Esto lo dijo, iniciando su discurso, el viernes pasado, en Mar del Plata, el ministro de Economía, Roberto Lavagna. El bloque radical, señor presidente, no quiere ser abúlico peón de proyectos ajenos, quiere ser protagonista como mandan la ley y la gente que nos puso en estas bancas.

Sr. Presidente (Guinle).. — Tiene la palabra la senadora Escudero.

Sra. Escudero. — Señor presidente: creo que hay cada vez más conciencia generalizada, no solamente entre los ciudadanos y ciudadanas sino también en este mismo recinto, de todos los males que la discrecionalidad en el manejo de las políticas y de los recursos públicos han causado a la Argentina.

La incertidumbre de las reglas de juego típicas de las crisis nos obliga a empezar a buscar un horizonte de previsibilidad, que no es sólo poder anticiparse al futuro. Previsibilidad es esa sensación de confianza que me permite planificar el futuro, que permite planificar los flujos de fondos, no solamente a los inversores, a los bancos, sino también a los ciudadanos comunes, a los trabajadores, a los consumidores, a los cuentapropistas. La ausencia de previsibilidad, señor presidente, genera costos.

Si estamos en un escenario donde vamos a tener que cambiar las reglas de juego, lo que tenemos que hacer para que esos costos no sean muy altos es acotar perfectamente cuál es la dirección y los criterios con los cuales se van a cambiar las reglas de juego.

El proyecto que estamos analizando genera mucha incertidumbre y no cumple con esta necesidad de acotar los criterios y la dirección de las reglas de juego, no solamente porque el mensaje de la evasión sea confuso. En su mayor parte, el mensaje solamente da las cifras por las cuales ya no estamos en emergencia. Serían las razones para justificar que ya no hace falta la emergencia. Difusamente dice que existe subsistencia de numerosos factores internos y externos que condicionan los objetivos económicos y sociales.

Señor presidente: analizando específicamente el texto, el artículo 1 genera una duda inicial. ¿Qué estamos prorrogando? ¿Estamos prorrogando toda la ley de emergencia y sus modificatorias o sólo estamos prorrogando la declaración de la emergencia en todos los ámbitos que se plantean? Porque si estamos prorrogando toda la ley de emergencia estamos prorrogando normas que ya cumplieron su objetivo.

La ley de emergencia, 25.561, tiene siete títulos. De ellos, el primero es la declaración y cuáles son las potestades que se delegan. El segundo, que se refiere al régimen cambiario, está cumplido. El tercero es la modificación de la ley de convertibilidad; está cumplido. El cuarto es el de las obligaciones vinculadas al sistema financiero; las potestades delegadas fueron ejercidas; se dictaron los decretos 214/02, 905/02 y 739/03. El capítulo dos de este título cuarto es el único que estaría pendiente y es el que hace referencia a la renegociación de los contratos de servicios públicos. Entonces, si es esto lo que estamos prorrogando, no está claro cuál es el sentido de prorrogar normas que ya cumplieron su objetivo.

Pero si sólo se está prorrogando la declaración de emergencia, sin especificar las facultades que se delegan, estamos absolutamente por fuera del artículo 76 de la Constitución Nacional. Este artículo, que da sustento a la ley 25.561, establece que se prohíbe toda delegación legislativa, salvo en materia de emergencia pública, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca. Es decir, específicamente tendríamos que estar diciendo cuáles son las bases de la delegación, cuál es la dirección y cuáles son los límites.

El artículo 2° me genera también muchas más dudas y creo que también está por fuera de la Constitución. Digo esto, porque en esta norma se está delegando la disponibilidad de las bases. El artículo 76 de la Carta Magna prohíbe absolutamente delegar las bases de la delegación. Lo que yo delego son las potestades legislativas, pero como Congreso no puedo delegar las bases o límites de esa delegación. Si estuviéramos aceptando que puedo delegar las bases de las potestades, estaríamos realmente dando la suma del poder público; el Poder Ejecutivo podría dictar cualquier clase de normas y decir cuáles son los límites o las bases para superarlos o no.

Lo único que puede hacer el Poder Ejecutivo es no usar las facultades que se le están delegando, pero de ningún modo puede cambiar las bases de la delegación.

Entiendo que también es absolutamente inconstitucional el artículo 3° en cuanto a eso de delegar a una comisión bicameral que haga el estudio y análisis y que el Poder Ejecutivo pueda decidir si cesó la emergencia o no. Creo que estamos en perfectas condiciones de decir cuáles son las áreas en donde puede considerarse que todavía existe emergencia. 

No hablaré de los indicadores de la actividad económica, porque quienes me precedieron en el uso de la palabra lo hicieron con muchísima solvencia. Pero sí quiero hacer referencia solamente a lo cambiario, porque se nos propone prorrogar la emergencia cambiaria. En este sentido, de la propia información que provee el Ministerio de Economía, el tipo de cambio futuro a un año se mantiene estable en su cotización actual desde el segundo trimestre de 2003, luego de oscilar entre cuatro y ocho pesos por divisa a partir de la devaluación de enero de 2002.

En cuanto a lo financiero, se detuvo el drenaje de depósitos. El coeficiente de liquidez bancaria prácticamente se ha duplicado. Según el propio Ministerio de Economía, otro signo de la normalización del sistema financiero es que desde septiembre de 2002, las entidades no pidieron asistencia al Banco Central, siendo que a partir de abril de 2004 son estas las que transfieren fondos al Banco Central. Es decir que no existen razones para prorrogar la emergencia financiera.

Con relación a lo fiscal, los indicadores nos demuestran que las cuentas públicas tuvieron un desempeño impresionante con más de 24 mil millones de pesos de superávit primario en apenas veinte meses; más de lo que se acumuló en los ciento veinte meses anteriores entre 1993 y 2001. 

En consecuencia, creo que no hay razones para declarar la prórroga de la emergencia. Únicamente sería necesario prorrogar el plazo que autoriza la renegociación de los contratos de obras y servicios públicos.

A su vez, sí creo que hay que declarar la emergencia laboral, que no lo está en el proyecto. En este sentido, coincido en que hay que acotar con un criterio y un indicador. El proyecto habla de bajar al 10 por ciento el índice de desempleo. Yo creo que hay que bajarlo mucho más y decir que hay emergencia laboral en la Argentina hasta que estemos en niveles de desempleo que son más razonables; no creo que el 10 por ciento sea un índice razonable.

Voy a pedir autorización para insertar el resto de mi discurso, porque realmente hicimos un estudio muy pormenorizado de cada una de las normas de la ley de emergencia y cómo se fueron cumpliendo.

Quiero hacer una última reflexión. Uno de los mayores males de la Argentina, y que atraviesa toda nuestra historia, es la dificultad que tenemos para aceptar las consecuencias de cumplir con la Constitución y las leyes. 

Existen en el mundo los teóricos de las democracias acotadas, que nos hacen creer que en manos de líderes iluminados vamos a conseguir estas mejoras económicas necesarias para que recién después, entonces, podamos ejercer con libertad y plenitud las normalidades institucional y democrática. Esos teóricos de las democracias acotadas han sido los teóricos de los golpes de Estado, de las leyes de emergencia, de los superpoderes y de todo lo que avasalla a las instituciones.

Considero que, lamentablemente, estamos construyendo más de lo mismo. Pienso que la única salida para la Argentina es ajustarse a la Constitución y a las leyes. No tenemos que dar cartas en blanco al Poder Ejecutivo, porque flaco favor le haríamos a este y al país.

Creo que este Congreso está dispuesto a sesionar. Y considero que en el supuesto de producirse alguna situación de emergencia coyuntural, existen otras herramientas. Están los decretos de necesidad y urgencia, los que pueden ser usados cautelosamente ante una situación de emergencia.

Sr. Presidente (Guinle).. — Tiene la palabra el señor senador Jaque.

Sr. Jaque. — Señor presidente: en el transcurso de la discusión de este proyecto, se trajo a la memoria parte del rico debate que se dio el 6 de enero de 2002, en oportunidad de tratarse justamente la ley que hoy estamos prorrogando.

En ese mismo debate, el senador por mi provincia Baglini, manifestaba: "Por eso creo que lo importante para este debate sería —desde el punto de vista personal y también desde la experiencia como legisladores, de los partidos que han tenido vicisitudes en el gobierno y del propio, que acaba de fracasar—, aprender de los errores y contribuir a un debate para aportar soluciones a los problemas de la gente". Creo que son palabras muy sabias, para tenerlas hoy presentes y traerlas a la memoria. 

En esa misma oportunidad, la senadora Fernández de Kirchner decía: "Creo que uno de los problemas en la crisis de representación es que nos ven votar una cosa según el gobierno sea de uno u otro signo político. O sea, "yo soy peronista y, como había un radical, tenía que votar por esto. Yo nunca creí en eso".

Creo que es importante que podamos tener en cuenta estas palabras, porque de pronto, son un llamado a la reflexión. Y es también en esa reflexión que hay que tener presente que debemos pensar en la gente y que nuestros cambios a la hora de votar no tengan que ver con quien, justamente, está en la Casa Rosada.

Obviamente, la pregunta que hoy todos nos hacemos es si estamos en emergencia o no. Y creo que esto es a lo que tenemos que tratar que responder.

En primer lugar, uno podría hacerlo desde el punto de vista de lo que trata de indicar como significado de la emergencia el propio Diccionario de la Real Academia Española. Y se entiende por tal el llevar a cabo acciones que sirvan para salir de una situación de apuro o peligro.

Como bien se mencionó  aquí que no se pueden analizar conceptos solamente desde el punto de vista del significado de un diccionario, sino que también hay que tener presentes algunos conceptos jurídicos, tal vez, sea importante este párrafo de la Asociación de Abogados de Buenos Aires, que en una declaración respecto a derecho de gentes y emergencia económica menciona que "La exclusión social de grandes sectores de la población, y la sistemática reducción a pobreza  o indigencia de los individuos que los componen (con sus costos irreversibles en los campos del trabajo, la salud y la educación), constituyen tratos degradantes cuya práctica es un delito de derecho internacional.

Esta insoslayable visión del Derecho permite penetrar en la realidad oculta detrás de una continua sucesión de emergencias económicas, y propone un camino para restablecer valores y actuar concretamente en su defensa."

Creo que lo que hoy nos está pasando al discutir este tema es lo que cotidianamente se nos da cuando tenemos en cuenta la temperatura y la sensación térmica. Pienso que esto es lo que nosotros deberíamos tener presente para poner un poco más de claridad sobre los hechos. 

Si uno analiza la sensación térmica, lo primero que cree es que emergencia no existe. ¿Por qué? Porque obviamente, al analizar un sinnúmero de variables —en lo fundamental, macroeconómicas—, todo nos podría indicar que estamos mejor que en el momento en que se discutió la emergencia económica. Entonces, visto sólo desde la óptica de esa sensación térmica y teniendo en cuenta algunos vientos, que no han desaparecido, uno podría interpretar que efectivamente no existen razones justificadas para esta emergencia. Sin embargo, creo que nosotros debemos tratar de tomar decisiones no en función de la sensación térmica o de las expectativas sino de la verdadera temperatura; y para analizar la temperatura, lo primero que tenemos que hacer es preguntar si, efectivamente, la realidad ha cambiado a punto tal que podamos sentirnos satisfechos, en nuestro carácter de representantes del pueblo, como para decir que aquí todo está funcionando normalmente. También hago la siguiente aclaración: "normalidad" no significa de ninguna manera ausencia de problemas. 

En este sentido, yo creo que nosotros podemos analizar esa temperatura teniendo en cuenta las cosas que originaron en su momento la emergencia y ver qué pasó. Si se quiere ver, respecto del primer punto del artículo 1, que era proceder al reordenamiento del sistema financiero, bancario y del mercado cambiario —ley 25.561—, uno puede hacer el análisis, por ejemplo, desde el punto de vista de los créditos al sector privado. En una economía que funciona el crédito es fundamental para la reactivación. Nosotros vemos que en el momento en que se tomó la decisión había disminuido el nivel de créditos en dólares en aproximadamente un 80 por ciento. Si bien es cierto que hoy lentamente va apareciendo, el nivel de crédito no llega ni siquiera a un tercio del existente al momento de tomar la primera decisión. Por lo tanto, este ya es un indicador de que no se han solucionado los problemas que busca subsanar la propia ley. 

Por otro lado, si quisiéramos analizar el tema en el sentido de reactivar el funcionamiento de la economía —de mejorar el nivel de empleo, la distribución del ingreso, etcétera—, tendríamos que ver qué pasa con el desempleo. Nosotros analizamos que en el momento de tomar la decisión estábamos con un desempleo por encima del 20 por ciento. Es cierto que hoy, si uno analiza lo que ha pasado en este último tiempo, podríamos tener una tasa de desempleo del 14,8 por ciento, incluyendo, obviamente, los planes Jefas y Jefes de Hogar. Entonces, si alguien dice que con esto debemos sentirnos satisfechos o creer que es lo que debe entenderse por "normalidad", debo responder que no es para esto que los mendocinos quieren que los represente. De hecho, lo que nosotros necesitamos es solucionar estos problemas. Obviamente que estamos en una situación un poco mejor, pero no en la deseable.  De hecho, cuando uno agrega otras variables, verá que la desocupación —con un nivel de trabajo que ha ido apareciendo, pero que lo hace en un mercado de informalidad— ha aumentado. Esto significa que todavía resta mucho por hacer.

Otra forma de ver si hemos logrado esta reactivación del país es la siguiente. Es cierto que hoy, si vemos la brecha de pobreza, podremos decir  que ha disminuido respecto de 2002; pero seguimos todavía con un margen del 49,5 por ciento, que es muy alto para lo que nosotros podemos estar considerando. Aun cuando pensemos que la pobreza, medida en términos de persona, fue del 44,3 por ciento en el primer semestre y al momento de tomar la primera decisión estábamos por encima del 50, seguimos con un nivel muy alto. Si nosotros analizamos el costo de una canasta familiar, que está por encima de los 766  pesos, y lo comparamos con el ingreso familiar en promedio, que está en 387, concluiremos —y díganme si no es así— que esta una verdadera emergencia desde el punto de vista social. Lo mismo sucede si analizamos la situación de la indigencia: han disminuido los índices, pero todavía queda mucho camino por transitar. 

Esto mismo lo podríamos seguir analizando en otros términos. He escuchado —no aquí, en el recinto, pero sí en algunos otros ámbitos— decir que no hay emergencia por el solo hecho de que el gobierno, en estos últimos tiempos, ha tenido superávit fiscal. Es como pensar que alguien muy endeudado y con muchos problemas, por el solo hecho de tener un día unos pesos en el bolsillo, diga que es solvente. Esto no es así, porque todavía queda un sinnúmero de problemas por resolver, sobre todo por el nivel de deuda. En efecto, el nivel de deuda en cuanto al stock relacionado con nuestro producto bruto interno sigue siendo muy elevado; inclusive, en términos del Producto, más elevado que en el momento en que se declaró la emergencia en 2002.

Por lo tanto, viendo esto debemos tratar de ser responsables, y esa responsabilidad es lo que estamos ejerciendo aquí; porque el gobierno de la República, en definitiva, está a cargo del oficialismo y de la oposición. Parte de la responsabilidad del oficialismo es otorgar al gobierno, es decir, a quien ejerce el Poder Ejecutivo, los instrumentos para que pueda resolver los problemas que tiene nuestra población. A su vez, la oposición debe hacer parte de lo que está haciendo hoy aquí. No sólo debe decir aquellos puntos con los que no está de acuerdo, sino que debe aportar ideas y propuestas para poder corregir aquellas cosas que no son deseables. Creo que esto es lo que está faltando en este debate.

Nosotros estamos haciendo una propuesta consistente en aprobar este proyecto por el cual se prorrogan por un año más estas facultades en cabeza del Poder Ejecutivo nacional, con determinadas condiciones que entedemos razonables. A nuestro entender, esto va a ayudar a que el país pueda efectivamente tener mayores instrumentos para resolver aquellas cosas que nos duelen; es decir, aquellas que en su momento dieron lugar a la emergencia y que sin lugar a duda hoy siguen vigentes.

Sr. Presidente (Guinle).. — Tiene la palabra la senadora Ibarra.

Sra. Ibarra. — Señor presidente: el 6 de enero de 2002, este Congreso votó la ley de emergencia económica que llevó el número 25.561, declarándose en ese momento la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria. Hoy se está tratando un proyecto por el cual se prorroga el plazo de vigencia de esa ley, que a su vez, ya fue prorrogada por un año más en 2003.

En 2002, voté en contra del dictado de la ley de emergencia económica, pero no por entender que el país no estuviera en emergencia —porque creo que sí lo estaba—, sino por entender que los remedios que se proponían se daban en forma poco valiosa. Repasé la versión taquigráfica de esa oportunidad y no repetiré los argumentos ahora, porque entiendo que la situación es otra. Muchas de las cosas que se votaron en ese momento ya tienen efectos absolutamente cumplidos; entre otras cosas, creo que en este país se premió a los fugadores de divisas, creo que se podrían haber evitado enormes costos si se hubieran hecho de otra manera la devaluación y la pesificación asimétrica... Lo cierto es que me opuse a ese proyecto. 

Hoy se está prorrogando el plazo y la primera pregunta que me haría es si hay emergencia. Si eso es así, ¿en qué hay emergencia y qué significa ello? No dudo de que en enero de 2002 había emergencia. Mi pregunta es si hoy estamos igual que en enero de 2002 y, en todo caso, ¿por qué se declara la misma emergencia que en ese momento y por qué se otorgan las mismas facultades y se persiguen las mismas consecuencias que en enero de 2002?

Yo repasaba las versiones taquigráficas. Se hablaba en ese momento de hecatombe, de caos, de cinco presidentes en quince días, de situaciones dramáticas, de ausencia de institucionalidad, de la "República perdida". En este recinto y en la Cámara de Diputados, se dijeron cosas dramáticas que sin duda se correspondían con una situación de efectiva emergencia.

En 2003, se prorrogó la emergencia para todo el año 2004. El miembro informante en la Cámara de Diputados de esa  prórroga dijo: "Ojalá que sea la última prórroga, que Argentina sea un país normal y previsible". Incluso, en un planteo posterior, decía: "Creo que durante el año 2004 tendremos mejores condiciones y es esperable que esta emergencia cese, que termine durante el 2004 y pasemos a un país que crezca en normalidad". El miembro informante en el Senado, cuando se prorrogó la emergencia, dijo: "El 2004 sin duda será un año mejor, será un año de crecimiento, será un año de desarrollo, y podrá salirse de la emergencia". Lo cierto es que nos encontramos otra vez en una prórroga similar, con las mismas facultades, en situaciones que no son asimilables.

La pregunta es de qué hablamos cuando se dice emergencia. Acá se recurrió a la Real Academia y a la doctrina. Lo que sin duda está claro es que hay problemas enormes. Cada país reconoce sus propios problemas, pero no por cualquier problema se decretan emergencias y se dan herramientas excepcionales para enfrentarlas. Las emergencias se vinculan con urgencias, estados de necesidad, situaciones dramáticas. Por eso es que se utilizan herramientas excepcionales para enfrentarlas.

 Creo que hay algunas emergencias en el país. Desde ya que no estamos en la misma situación que en el 2002. Por eso, me hubiera parecido razonable que hubiésemos acotado los puntos en lo que hubiera sido razonable la emergencia.

 Sin duda que en un país con los índices de la Argentina, está en emergencia la cuestión social. Como el país todavía está en default, sería razonable abordar alguna forma de emergencia económica. Coincido con la senadora Escudero que está en emergencia el empleo. Pero no veo ningún motivo para prorrogar la emergencia cambiaria, la emergencia financiera, la emergencia administrativa. Es más, ni siquiera conocemos qué medidas concretas se proponen para enfrentar esas supuestas situaciones de emergencia, ni qué supuestas medidas se tomarían con estas herramientas que se están exigiendo con esta prórroga.

 Es más, creo que no hay emergencia en esas áreas, y no sólo por lo que dicen los funcionarios públicos, por lo que dice el propio ministro de Economía, por lo que dijo Martín Redrado cuando vino acá y habló del sistema financiero y del mercado cambiario. Es verdad que este país está mal. Sin dudas que está mal. Un país que tiene la mitad de su población bajo la línea de pobreza, que tiene estos índices de indigencia y de tasa de desempleo es un país que está mal, que tiene problemas graves.

 La declaración de emergencia para otorgar herramientas excepcionales en el marco constitucional es una situación de urgencia y de una gravedad tal que debe tener un significado distinto al del permanente año a año. Este es un país en crisis que no está bien desde hace muchos años. Esto no significa que vivimos en una situación de emergencia. Vivimos en un país al que le va mal, que está mal, que vivió una situación enormemente crítica, que ha pasado una enorme emergencia, y que hoy tiene en emergencia algunas áreas y no otras.

 Creo que también hace a la sensatez del funcionamiento institucional poder deslindar estas cosas, porque también hace a una mejor institucionalidad y a un mejor funcionamiento de la política deslindar las situaciones en la medida en que son necesarias, y no incluir en esta situación la emergencia cambiaria, financiera, económica, social, política porque no es así. Eso se condecía con enero de 2002, que salíamos de las sesiones en las condiciones que salíamos, pero no con la situación de 2004, en que los diarios, la gente, las encuestas, los propios políticos, los partidos políticos, las instituciones, los ministros, los funcionarios, los gobernadores, todos coinciden en que la situación es distinta. Es más, todos percibimos que hay más paz social, que hay mayor legitimidad institucional, que hay más empleo, aunque seguimos estando en emergencia en esa área, pero la curva no es descendente. Los índices económicos son positivos y el país crece. Existen expectativas de importantes inversiones en el país, el dólar está estable y las proyecciones macroeconómicas para el presupuesto no generan una situación de alarma que  indique un estado de emergencia. Por el contrario, en un momento en el que se están buscando inversiones y que estamos planteando un país previsible y que ingresa en la normalidad, creo que no es bueno plantear esta sensación de que otorgamos herramientas absolutamente excepcionales que corresponden a gravísimas situaciones de emergencia como las que se vivieron en 2002 y que recorrieron el mundo. Entiendo que esta situación no se corresponde con la realidad y que, en gran parte, es mérito de este gobierno el hecho de que la situación del país no tenga ya ese marco de gravedad. Reeditar por ley esta situación de emergencia genera, además, una suerte de ruido en la institucionalidad  y en la imagen de la Argentina hacia el interior —respecto de sus ciudadanos— y también hacia el exterior. 

Quiero plantear que acompañaría, y me parece razonable, la prórroga para la renegociación de los contratos de servicios públicos. Del mismo modo, me parece importante la protección del empleo en la situación grave que afrontamos y también estaría dispuesta a acompañar un marco de emergencia económica atendiendo todavía a la situación de salida del default. Pero me parece que todo esto está teñido de una declaración de emergencia que no se condice con la realidad y que, además, se agrava, porque en el propio artículo 2° de la ley que se propone se deja en manos del Poder Ejecutivo la declaración de cese de la emergencia.

El propio miembro informante recalcó la importancia de que fuera el Congreso Nacional el que estableciera por qué estamos en emergencia, los límites de la emergencia, los plazos y las condiciones de esta situación, tal como lo exige la Constitución. Entonces, ¿es el Poder Ejecutivo el que debe decir que ahora ya no estamos en emergencia? La verdad es que si estamos en emergencia, quiero que el Poder Ejecutivo cumpla con las herramientas que se le dan para enfrentarla y que lo controlo para saber si efectivamente ejerce esas funciones. Pero de ningún modo debe ser el propio Poder Ejecutivo el que diga que ahora ya no hay más emergencia porque él lo entiende así, cuando el Congreso sancionó una ley de emergencia y entiende que esas situación existe.  Entonces, será el Poder Ejecutivo el que tiene que hacerse cargo de esto. 

Entonces, estamos invirtiendo las cosas; se declaran emergencias que no existen, y las hace cesar quien, precisamente, debe hacerse cargo de la emergencia dictada por los representantes.  Esto está cruzado al revés. Entiendo que no es bueno y, por otra parte, creo que la norma no está técnicamente bien redactada; creo que es una mala ley. Coincido con lo que dijo la señora senadora Escudero en el sentido de que se han prorrogado una gran cantidad de artículos que están absolutamente vencidos y que han sido cumplidos en el tiempo. No tiene sentido prorrogar un montón de actos en cuestiones de obligaciones contractuales, de ley de convertibilidad que ya no existen. Técnicamente la ley es mala porque se están dando facultades que no se deben otorgar, no se dan las que sí se deben dar, el Poder Ejecutivo hace lo que no debe hacer, y el Poder Legislativo no hace lo que debe hacer. Creo entonces que no es una buena ley y que no estamos en las condiciones de emergencia planteadas. Creo que se podría haber acompañado algunos puntos de la emergencia y en ese sentido hubiera sido razonable otorgar esas herramientas.  Pero en las condiciones planteadas, no voy a acompañar la presente ley por las condiciones expuestas. 

Sr. Presidente (Guinle).. — Tiene la palabra el señor senador Ochoa.

Sr. Ochoa. — Señor presidente: no quiero repetir lo que ya han expresado algunos colegas. Quiero ser coherente respecto de esta iniciativa dado que en años anteriores nos abstuvimos respecto a la ley de emergencia económica. En consecuencia, quiero ratificar esa posición, dejar constancia de ello, pedir autorización al Cuerpo para abstenerme y para insertar mi discurso.

Sr. Presidente (Guinle). . — Tiene la palabra la señora senadora Negre de Alonso.

Sra. Negre de Alonso. — Señor presidente: ingresé como legisladora nacional el 14 de marzo de 2001 y el 28 de marzo de 2001 se nos convoco para delegar facultades al Poder Ejecutivo nacional a través de lo que fue la ley 25.414.

 Recuerdo que en esa oportunidad dije que me sentía desolada porque acababa de asumir como senadora por mi provincia y lo primero que me convocaban a votar era que delegara las facultades que el pueblo de la provincia de San Luis me había otorgado para que lo representara y que, de golpe —de esto me hizo acordar la senadora Escudero cuando hablaba de los iluminados—, había ciudadanos de primera y de segunda e, indudablemente, los representantes de las provincias éramos los kelpers, los ciudadanos de segunda, que no estábamos capacitados para legislar y dictar las herramientas jurídicas necesarias; y necesitábamos de ciertos personajes enquistados en el gobierno nacional para salvarnos de la situación que estábamos pasando. Por supuesto, voté negativamente aquella norma por los argumentos mencionados. Es decir, no podía delegar lo que mi provincia me había dado.

 Pero fíjese, señor presidente, que si bien se habló mucho de la situación de crisis del 2001, de lo que se arrastraba y de lo que pasaba en las calles que muchos de los senadores que estamos acá —los que ingresamos a las bancas por el voto directo del pueblo de las provincias— votamos exactamente el 20 de diciembre de 2001 la derogación de la delegación de facultades hecha al Poder Ejecutivo; o sea, la derogación de la ley 25.414.

 ¿Por qué se votó aquella norma? Porque nos sentíamos capaces y compartíamos el espíritu de que desde el Poder Legislativo éramos capaces de legislar y timonear la situación, a pesar de las críticas, los huevazos, los escraches y la gente que nos gritaba al salir del Parlamento. Es decir, asumimos la responsabilidad de que podíamos sacar adelante al país y tomar las medidas legislativas que hacían falta.

 La ley fue promulgada por el Poder Ejecutivo el día 28 de diciembre de 2001 y se encuentra publicada en el Boletín Oficial del mencionado día de 2001.

 A pesar de que había renunciado un presidente y del estado de crisis, el Poder Ejecutivo no vetó la delegación de los superpoderes sino que, por el contrario, promulgó la ley que los derogó en ese momento de mucha dificultad y crisis.

 Luego viene lo que se ha mencionado acá. El 6 de enero de 2002 se produce el debate por la ley 25.561. Y algo que no se ha mencionado es que el artículo 1 de esa norma, además de declarar todas esas emergencias, que diversos senadores puntualizaron, dice: Déclarase con arreglo a lo dispuesto en el artículo 76 de la Constitución Nacional la emergencia pública delegando al Poder Ejecutivo nacional las facultades comprendidas en dicha ley hasta el 31 de diciembre de 2004. O sea que la ley de emergencia contemplaba dos cuestiones: la declaración de la emergencia y la delegación de facultades.

 En aquel momento acompañé en general dicha iniciativa por cuanto estaba convencida de que el instrumento de la emergencia era imprescindible, pero me abstuve en la votación del artículo 1 pues deseaba ser coherente con la posición que había adoptado anteriormente en tanto entendía que no podía apoyar una delegación de facultades. Además, supongo que eso se contradecía con lo que hace muy poco tiempo nosotros mismos habíamos votado.

 Pues bien, hoy se nos convoca nuevamente a votar una prórroga de la emergencia de la ley 25.561, con algunos aditamentos. Adelanto que no voy a apoyar la delegación de facultades en el Poder Ejecutivo, para ser coherente con lo sostenido hasta ahora, como ha manifestado el señor senador Ochoa.

 En segundo lugar, conforme a los razonamientos que se han efectuado aquí entiendo que no existe emergencia que justifique la prórroga solicitada. Al respecto, me quiero remitir a algunas de las palabras vertidas por el señor jefe de Gabinete cuando concurrió por última vez a este cuerpo.

 En esa ocasión dijo: "Seguramente, ustedes recuerdan bien los días de nuestra llegada al gobierno, en los que se sostenía que solo vivíamos un veranito económico que en pocos meses después se agotaría. Pasamos el veranito, el otoño, el invierno y, gracias a Dios, llegamos al otro verano, creciendo. Lo hicimos con un crecimiento económico superior al 11 por ciento; con un incremento en el superávit fiscal superior al 42 por ciento y lo logramos con estabilidad económica, cuando los agoreros anunciaban que la hiperinflación sería un hecho ineludible."

 Más adelante dicho funcionario continuó expresando: "Hemos contemplado la idea de seguir mejorando nuestros recursos fiscales, como producto de una mejor recaudación, una recaudación que definitivamente elimine elementos distorsivos en los impuestos, que sea más transparente y que, fundamentalmente, sea más equitativa. Escucho hablar mucho, en muchos ámbitos, de la inequidad del sistema tributario. Sin embargo, señor presidente, quiero decirle que nunca el sistema de ingresos fiscales fue tan equilibrado como lo es hoy en día. Algunos dirán qué suerte, pero estoy acostumbrado a que así se diga." Después, contestando algunas preguntas de los señores senadores, el señor jefe de Gabinete habló de un superávit de 6.000 millones y dijo: "Tengan la plena seguridad que ese superávit no va a ser para pagar la deuda externa, sino para atender la cuestión social, los problemas sociales y dirigido a los más necesitados."

 Entonces, ¿cuál es la situación actual? La evolución de las cuentas públicas indica que, indudablemente, el país no está en emergencia económica. La recaudación impositiva permite tener un superávit muy importante en las finanzas públicas. Por otro lado, la evolución de la economía se va normalizando, prueba de lo cual es el repunte de las diferentes economías regionales.

 La actividad bancaria se ha restablecido y en base a las diferentes normativas dictadas por el Banco Central y el Ministerio de Economía, la moneda ha vuelto a preservar el valor del patrimonio de los habitantes del país. Y, finalmente, al contrario de lo que se dijo acá, los contratos se han normalizado y cada una de las instituciones del país ha empezado a cumplir el rol que había tenido en su momento.

 Acá se ha dicho que es necesario delegar por el tema de la negociación de la deuda externa. Nos estamos olvidando de que el artículo75, inciso 7, de la Constitución Nacional, dice que es el Congreso quien tiene que negociar la deuda externa. Pero hay algo que no debemos olvidar y que el presupuesto objetivo, constitucional, del artículo 76 establece para la delegación de poderes nada más y nada menos que la existencia de esta emergencia. Entonces, si decimos que hemos salido de la emergencia, no podemos estar delegando poderes porque no nos faculta la Constitución para eso y yo quiero acotar dos cuestiones respecto de lo que ha dicho el miembro informante, quien ha citado el criterio del procurador general de la Corte Suprema de la Nación en el caso Bustos. 

 Les digo que ya en el año 85 con otra Corte, en el caso “Nordeston c/Subterráneos”, también analizando la emergencia, dijo lo siguiente: Las grandes metas de la política del Estado están fijadas en el Preámbulo de la Constitución. La acción del poder político estatal para lograr esas metas no es revisable judicialmente en cuanto decisión política, pero ésta necesariamente debe instrumentarse mediante normas jurídicas y bajo este efecto cabe la valoración judicial de la razonabilidad de los medios empleados. Esto no es otra cosa que contrastar la validez del instrumento jurídico empleado para la consecución de lo que significa un bien social en un momento dado. Este medio será admisible si no suprime ni hiere sustancialmente otros bienes amparados por la misma estructura constitucional.         Consecuentemente, lo que hay acá es una irrazonabilidad del instrumento jurídico que estamos poniendo a debate para alcanzar los objetivos que nadie los desconoce y que creo todos compartimos.

 Termino con algo muy importante y les ruego a mis colegas que me escuchen, porque todos hemos escuchado durante este tiempo en las radios que un miembro de la Corte, el doctor Zaffaroni dijo: En efecto, una ley que asegura esa intangibilidad —hablando de la intangibilidad de los depósitos— casi en vísperas del agotamiento de un proceso traducido en insolvencia y cuya situación no podía ser desconocida para los técnicos que intervenían aunque la desconocieron los legos en materia económica, se aproxima mucho a la preparación de una defraudación de proporciones colosales.  Todo indica que buscaba el efecto de mantener y reforzar la confianza en un sistema bancario que estaba al borde del colapso.

 Señor presidente: hemos votado hace un mes aproximadamente la Ley de Responsabilidad Fiscal y resulta que hoy, a través del artículo 15 de la ley de presupuesto, estamos dejando de lado una norma que hemos votado hace un mes, en virtud de los superpoderes, que no son distintos a los superpoderes que se están dando acá. Entonces, ¡atención! ¿Qué va a decir este miembro de la Corte cuando tenga que analizar una situación como ésta? ¿Que desconocíamos que la emergencia había cesado? ¿Por qué no analizamos el voto del doctor Zaffaroni a la luz de la ley que acabamos de votar y de lo que estamos proponiendo a debate y a votación en esta ley de presupuesto que viene?

 Señor presidente: no puedo votar la delegación de facultades por principios, pero además no la voto porque creo que no se dan los presupuestos que establece el artículo 76 de la Constitución Nacional.

Sr. Presidente (Guinle). .—  Tiene la palabra la señora senadora Caparrós.

Sra. Caparrós. — Señor presidente: voy a ser lo más breve posible para no ocupar demasiado tiempo. 

 Le pido al cuerpo que autorice abstenerme en la votación y también solicito que se inserte mi discurso.  Y voy a fundamentar el porqué de la abstención.

 Asumí el 10 de diciembre de 2001; el día 20 renunciaba el presidente y ninguno podía preguntarse si estábamos en crisis porque el caos era total. Es decir, desde el sistema financiero de este país hasta las instituciones se encontraban en una de las crisis más graves que hemos vivido en la historia de la Argentina.

 En ese momento, el 6 de enero de 2002, votamos la ley de emergencia económica. En lo personal, no me pude dar el lujo de preguntarme para qué se había votado, qué grado de representatividad tenía en la agenda de mi provincia y si votaba o no la ley, porque la emergencia nos desbordaba y sabíamos que teníamos que encontrar un camino de pacificación para ir ordenando ese caos que nos había entregado un presidente que había renunciado. Frente a eso voté sin ningún tipo de pensamiento en contra, sino tratando de colaborar para encontrar esa salida que todos queríamos y que el país nos estaba demandando. Y nos hicimos cargo y responsables de lo que implicaba esa ley de emergencia en aquel momento, porque sabíamos que iba a haber gente muy perjudicada y gente muy beneficiada que no merecía tal beneficio. Y la historia lo demostró.

 En 2003 volvimos a votar una prórroga de esta ley de emergencia. Tampoco me arrepiento de haberlo hecho, porque fui consciente realmente de que teníamos que darle herramientas a un gobierno constitucional, que recién asumía y necesitaba ordenar lo que estaba pasando e ir reasegurando algunas cuestiones que ya se habían ordenado.  De algo sirvió esta ley de emergencia económica, indudablemente, si escuchamos hoy a los senadores preopinantes, de un lado y otro de la biblioteca, planteándose si hay crisis o no. Creo que, entre lo que nos sucedía en diciembre de 2001 y hoy, hay un camino muy amplio que se ha recorrido y no me caben dudas de que la ley sirvió. Entiendo que fue usada con responsabilidad. Los mismos indicadores que vienen en los fundamentos del proyecto, dados por el gobierno nacional, hablan de que la ley fue utilizada responsablemente y siempre en el marco de lo posible, en un país que había perdido previsibilidad, garantías, prácticamente todo sentido institucional, hasta hoy, que llegamos a plantearnos esto. Indudablemente sirvió.

 Pero también entiendo que en este proceso hubo temas que se resolvieron y otros que falta resolver. No sé si podemos hablar de crisis. Habría que buscar la definición de esta palabra, qué significa, a qué nos estamos refiriendo cuando hablamos de crisis. Creo que al país le quedan muchos y grandes temas por resolver.

 Escuchaba a algunos senadores preopinantes y coincido en que, por allí, habría que plantearse la emergencia laboral. Los indicadores que tenemos están a la vista. Hay que trabajar mucho en este sentido. Tendríamos que mantener la emergencia en el caso de la renegociación de contratos con las empresas privatizadas. Pero creo que hay otros puntos contenidos dentro de esta solicitud del Ejecutivo nacional que no merecen ser declarados en emergencia hoy.

 También creo que un país que se va consolidando y que va encontrando una propuesta de desarrollo, una propuesta distinta de país de la que veníamos viviendo merece ser acompañado por las instituciones. Y el acompañamiento de las instituciones debe estar dado por su fortalecimiento, por la clara división de poderes y por la recuperación del contenido institucional. 

 Cuando en el 2001 lo delegamos no encontrábamos los argumentos —como quizá tuvieron otros senadores en este mismo recinto para decir que no podían renunciar al mandato de sus provincias—, pero hoy sí los encontramos y son que en un país que quiere crecer, ser serio y consolidar sus instituciones, le debe devolver a estas su contenido. 
 Para finalizar,  mi solicitud de abstenerme en la votación tiene que ver con que no quiero votar en contra de mi bancada. Soy parte del bloque justicialista y entiendo los argumentos de los integrantes de mi partido a la hora de discutir este tema, pero quiero reservarme esta apreciación que tengo, en cuanto a que entiendo que es el momento de que este Congreso deje de usar esa atribución de facultar al Poder Ejecutivo nacional para que cumpla con el rol que la gente nos asignó a nosotros.

Sr. Presidente (Guinle).. — Tiene la palabra el señor senador Terragno.

Sr. Terragno. — Señor presidente: creo que el Congreso está siendo clausurado de a poco. Se sustraen un día unas funciones y otro día otras; y creo que no se puede considerar de manera aislada cada sustracción.

 No hace mucho se votó la prórroga de las facultades previas a la reforma constitucional de 1994, que autoriza al Poder Ejecutivo a actuar discrecionalmente en materia de correo oficial, banca oficial, administración fiscal, educación, transporte, servicios públicos, administración general.

 Hoy estamos discutiendo una nueva prórroga de la ley de emergencia como si estuviésemos en la situación inmediatamente posterior al estallido de la ley de convertibilidad. Yo he escuchado el debate y las discusiones en cuanto a si estamos en emergencia o no. Y tengo cierta discrepancia con ambas posiciones, porque pareciera que lo que estaría por detrás de esta discusión es que si no hubiera superávit fiscal, si no se hubiese producido un crecimiento del producto, si no se hubiesen recompuesto las reservas, entonces sí sería procedente que legislara el Poder Ejecutivo.

— Ocupa la Presidencia el señor presidente del H. Senado, licenciado Daniel Osvaldo Scioli.
Sr. Terragno. — Yo creo que eso es improcedente en cualquier circunstancia. Me pareció opinable en su momento; voté en contra de la ley original y no coincido con esa idea según la cual el Poder Legislativo funciona en caso de que no haya graves problemas económicos y sociales, porque si los hay, entonces se suspenden, se acotan o se reducen las funciones legislativas.

 Entiendo que esto es una herencia cultural de las dictaduras, que planteaban la necesidad de los gobiernos fuertes, que accedían al poder hablando de la morosidad legislativa, de la imposibilidad de resolver los problemas, porque el Congreso era una máquina de impedir. Esos fueron los fundamentos con los que Onganía y otros cerraron el Parlamento.

 Dentro de algunos días estaremos discutiendo los super poderes, que son la negación del Congreso, porque son la negación de lo que se ha dado en llamar la ley de leyes.

 Y creo que nos resistimos a discutir lo que es necesario, es decir, la reglamentación de los decretos de necesidad y urgencia, tal como señalaba el senador por Mendoza.

 El otro día y en ocasión de la presencia del jefe de Gabinete, se dijo aquí con cierta impunidad: "bueno, si el Congreso quiere, que derogue los decretos de necesidad y urgencia".

 Al respecto, la Constitución no podría ser más clara. Dice que toda medida legislativa sancionada por el Ejecutivo es nula, y que los decretos de necesidad  y urgencia proceden siempre y cuando exista una ley especial sancionada por la mayoría de los miembros de ambas Cámaras y una comisión especial. Además, establece un procedimiento sumario, y el Congreso debe ratificar o rectificar los decretos de necesidad y urgencia en ese plazo sumario, que es de aproximadamente un mes.

 No hay ninguna forma de interpretar que porque no se sancionó la ley y no está la comisión, los decretos de necesidad y urgencia son leyes que rigen igual que las sancionadas por el Congreso.

 Y fíjense a qué extremo se ha llegado con los decretos de necesidad y urgencia. El otro día el jefe de Gabinete negó aquí que el actual gobierno hubiese aumentado la delegación de facultades en el jefe de Gabinete por medio de un decreto de necesidad y urgencia.

 Lo hizo, mediante el decreto 908/04, firmado por el presidente Kirchner y por el propio jefe de Gabinete. Allí se dice que con relación al personal contratado por la administración, el Congreso omitió delegar facultades al jefe de Gabinete para ampliar el límite. Y en los considerandos se expresa que es necesario delegar en el señor jefe de Gabinete esta función. O sea que el Poder Ejecutivo delega en el propio Ejecutivo facultades del Poder Legislativo.

 No creo que estemos aquí para quejarnos, sino para actuar. Me parece que es indispensable formar una masa crítica, no para entorpecer la acción gubernamental sino para defender las instituciones.

 Creo que hay que votar en contra de este proyecto que prorroga la emergencia, de los superpoderes y que hay que ir más allá. Me permitiría instar a las senadores y senadores que han presentado proyectos de reglamentación de los decretos de necesidad y urgencia, como la senadora Perceval —quien insistió en un proyecto original del ex senador Maqueda—, los firmantes del proyecto que originalmente suscribió el ex senador Moro, los proyectos de la senadora Escudero, del senador Gómez Diez, del señor senador Losada y de otros senadores, del señor senador Saadi y del señor senador Cafiero.

 Creo que es necesario unificar los proyectos para quitar las excusas. La proliferación de proyectos ha servido de pretexto para sentarse encima de todos los proyectos y no dejar que salga ninguno. Creo que tenemos que plantearnos muy seriamente esto que hace un rato planteaba con tanta elocuencia el señor senador por Mendoza. ¿Para qué estamos sentados aquí? ¿Cuál es nuestra función? ¿Para qué se nos paga un sueldo?

 Votar leyes como ésta es declararnos incompetentes, incapaces, ineptos y permitir que en la Casa Rosada se sigan haciendo leyes como en la época de la Comisión de Asesoramiento Legislativo. Yo no estoy dispuesto a esa claudicación y somos muchos los que pensamos de esa manera. Y no pertenecemos sólo a la oposición los que creemos que es necesario fortalecer a las instituciones para beneficio de la sociedad, en la cual está naturalmente incluido el propio gobierno.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el señor senador Rossi, por la provincia de Córdoba.

Sr. Rossi. —  Yo voy a partir de una idea, de una convicción: el gobierno nacional, desde que asumió su responsabilidad de dirigir los destinos del país, lo ha hecho con un gran esfuerzo y con una gran convicción. Creo que ningún argentino debería dejar de tener presente lo que era nuestro país en aquel entonces cuando, obviamente, la desocupación, la crisis social y el enfrentamiento de los argentinos parecía que nos llevaba a una crisis total.

 Tampoco me puedo olvidar, señor presidente, de cuando cada provincia, sacando lo que tenía como instrumento legal a su alcance, procedió a lo largo y a lo ancho del país a imprimir lo que se llamaron las "pseudo monedas". Así cada provincia tuvo su propio papel y cada provincia afrontaba con las herramientas que tenía la enorme crisis que nos alcanzaba.

 Este es el país que vivimos todos los argentinos; este es el país que le tocó gobernar al presidente Kirchner. De hecho, creo que lo ha venido haciendo —y lo viene haciendo— con enorme esfuerzo y con resultados a la vista.

 Hoy la realidad es distinta. Hoy se puede hablar de que estamos o de que no estamos en crisis. Algunos dirán que es mayor; otros dirán que es menor. Es el país que nos toca vivir  y según la provincia, el estamento social, la suerte de la vida, es que cada uno hará su propia evaluación.

 Señor presidente: en ese marco considero que hay una crisis que ha sido la más importante de todas y que, de alguna manera, desencadenó todas las demás, como la crisis político institucional. Es la crisis donde todas las instituciones pasaron a ser objeto de un enorme grado de deterioro y de crítica muy fuerte de parte de la sociedad. Estaba en crisis el Poder Ejecutivo nacional; de ahí el enorme esfuerzo que se ha hecho para poder pasar aquel diciembre de 2001. Estaba en crisis el Poder Judicial y también, obviamente, el Congreso de la Nación. Tal vez el Poder Ejecutivo nacional hoy podrá argumentar que está haciendo enormes esfuerzos para revertir el desprestigio que tenía la institución presidencial. De hecho, creo que ese Poder Ejecutivo hoy está revirtiendo la imagen hacia el país y hacia el mundo. Pienso que el Poder Judicial también deberá hacer sus esfuerzos. Pero hay otro esfuerzo que nos corresponde a nosotros, que es el de valorizar y devolverle el prestigio que nunca debió perder al Congreso de la Nación. 

 Entonces, en este esfuerzo que seguramente será una coincidencia de todos, diremos que la principal responsabilidad de cada uno de los legisladores nacionales es cumplir con la sublime tarea que nos ha acordado la Constitución de la Nación.

 Creo, señor presidente, que es un enorme error pensar que revitalizamos las instituciones de la democracia delegando las facultades que nos son propias. Y cuando digo esto ni siquiera entro a considerar o a poner en tela de juicio lo que el Poder Ejecutivo nacional, bien o mal, vaya a hacer con esas facultades. Parto de la idea de que las facultades propias del Congreso deben ser ejercidas por el Congreso, dado que cada uno de los habitantes de nuestras provincias ha depositado en nosotros sus expectativas al momento de emitir su voto. 

 ¿Qué espera la sociedad de nosotros? ¿Esperará que nos liberemos de nuestras responsabilidades legislativas y nos declaremos incapaces de acompañar esta crisis o esperará que el Congreso cambie y que el día de mañana pueda decir: “Veo al Congreso Nacional trabajando, legislando y otorgando las herramientas para construir el país que todos soñamos.”? 

 Estoy convencido, señor presidente, de que esta crisis la debemos resolver entre todos. Siento que este Congreso —particularmente el Senado, que tengo el orgullo de integrar a partir de diciembre del año pasado— ha sabido interpretar las necesidades del gobierno y lo ha hecho con la celeridad que el mismo gobierno en más de una oportunidad ha solicitado. Por ejemplo, la ley laboral era un desafío enorme que el gobierno tuvo a su disposición con consenso, trabajo y responsabilidad; las leyes de seguridad, cuando el país se conmovía con manifestaciones que llegaban a lo más íntimo de cada uno de los que tenemos responsabilidades públicas, el Estado, a través del Congreso, se puso a legislar, a fin de sancionar las herramientas necesarias. Hace poco la crisis energética que nos sorprendió a lo largo y a lo ancho de la República también pidió una herramienta, y por encima de las disidencias y de los acompañamientos parciales, hoy tiene esa herramienta que se llama ENARSA. La ley de obediencia debida era un desafío muy importante del gobierno. Se dio un debate muy fuerte en el Congreso de la Nación y hoy contamos con ese instrumento. Mucho preocupó el tema de las ejecuciones hipotecarias. Muchas horas llevó el tratamiento del tema y se pudo dar una respuesta a ese enorme flagelo que azotó a la sociedad, aunque todavía quedan algunas cuestiones por resolver, pero lo que se decidió marcó un fuerte posicionamiento y una postura acompañando la crisis social por la que atravesó el país. 

 El juicio político a la Corte. Sabíamos que se trataba de una Corte fuertemente cuestionada por la sociedad toda. A través del Congreso de la Nación, primero en la Cámara de Diputados y luego en el Senado, se otorgaron las herramientas que se necesitaban. Cuando se generaron las vacantes, el gobierno nacional instrumentó con mucha madurez los procedimientos para cubrirlas. Hoy hay nuevos integrantes que seguramente  tendrán la responsabilidad de rejerarquizar la Corte, como nosotros tenemos la responsabilidad de rejerarquizar al Congreso de la Nación.

 Por encima de los análisis coyunturales creo, señor presidente, que esta enorme crisis que está viviendo nuestro país nos marca una mayor responsabilidad. Cuando el país está en crisis, nuestra responsabilidad debe consistir en acompañarla con un mayor protagonismo, con una mayor seriedad y con una mayor presencia. Sería un error imperdonable pensar que en la crisis nosotros desaparecemos del escenario y reconocemos nuestra ineptitud para acompañar los procesos de cambios, sometiendo al Congreso a un debilitamiento. La historia nos va a juzgar por eso.

 Ocupo con orgullo esta banca en el Senado de la Nación. Quiero cumplir el deber y el mandato sublime que me dieron los cordobeses de estar aquí para legislar en beneficio de los intereses del país. Cuando haya crisis acompañaremos desde nuestra función legislativa en ese trance de crisis, con todo el empuje que nos debe caracterizar.

 Por estas razones, adelanto mi voto negativo al proyecto de ley en tratamiento.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el senador por la provincia de Santa Fe, senador Giustiniani.

Sr. Giustiniani. — Señor presidente: hemos escuchado muchas exposiciones, y en muchos de los casos comparto plenamente los enfoque que se hicieron.

 Adelanto mi voto negativo a la prórroga de la ley de emergencia 25.561 que, entre sus aspectos sustanciales, marca la delegación de facultades de este Congreso de la Nación en lo referido al saneamiento del sistema financiero, a la renegociación de los contratos con las empresas públicas de servicios privatizadas y a la indemnización por despido.

 Expreso esto porque creo que a todos nos ha pasado lo mismo en estos días, y sobre todo hoy. Si algún periodista nos ha hecho un reportaje, si con alguna persona hemos hablado, uno advierte que se ha mezclado totalmente el tema de los superpoderes con la emergencia económica. En muchos reportajes nos preguntaban si esta noche el Senado iba a aprobar los superpoderes. Esas preguntas no la hacían ciudadanos desinformados sino periodistas que hacen el seguimiento de las cuestiones políticas del país. ¿Qué es lo que pasa? ¿Hay un error de comunicación? ¿Hay mala fe en querer unir estas cosas? Yo creo que no. Lo que verdaderamente pasa, el tema de fondo que estamos discutiendo, es el retroceso institucional que se produce con la sanción la semana pasada del Capítulo II del Presupuesto Nacional de los bien llamados superpoderes y de lo que esta noche estamos aprobando acá, la sanción de la prórroga de la emergencia económica. Como bien dijo el senador Sanz en su intervención, la aprobación de estos proyectos junto a los decretos de necesidad y urgencia van a significar un trípode de un gigantesco poder discrecional del presidente de la República.  
 De eso estamos hablando. Estamos hablando de que en esta semana se tiran por la ventana los avances institucionales que pudieron haber significado la renovación de la Corte o la nulidad de las leyes de impunidad en la República Argentina. Es un retroceso institucional muy serio. 

 Comparto algunos enfoques que se hacían, como por ejemplo el del senador Terragno. Hoy se publicó en "La Nación" un reportaje muy interesante a Gianfranco Pasquino, un politólogo italiano. Nos dice desde afuera, desde una visión despojada de las pasiones internas de oficialismo y oposición, que cómo un país rico como la Argentina, que produce alimentos para 360 millones de personas, no pueda alimentar a 36 millones, donde hay demasiados ricos que pagan pocos impuestos y donde existe una confusión política. Yo creo que en eso estamos; estamos en una profunda confusión política, porque la cuestión en discusión no es la crisis o la emergencia sino cómo se gobierna en la actual situación del país. Y delegar permanentemente facultades del Congreso de la Nación al Poder Ejecutivo constituye un mensaje altamente negativo frente a la pregunta que inmediatamente aparece y que es para qué sirve el Congreso de la Nación o para qué están los senadores y los diputados.

Creo entonces, señor presidente, que más allá del juego de palabras de crisis o emergencia, que más del juego de cifras acerca del proceso económico y del vaso vacío o lleno —depende de quien hable, de qué ministro o de qué circunstancia—,  me resulta patético que desde la oposición pretendamos decir que el país está bárbaro y por lo tanto no necesitamos ley de emergencia, como que desde el oficialismo se sostenga que el país está en crisis y se requiere la continuidad de la emergencia. Ese no es el tema que estamos discutiendo esta noche. Lo que estamos discutiendo es la delegación de facultades al Poder Ejecutivo, que es un hecho con el que debemos terminar. Tres años lleva la delegación. Se hizo una delegación de la emergencia económica y con lo que se está votando esta noche, van a ser ya cuatro años de facultades delegadas en temas tan esenciales como deuda externa, servicios concesionados o emergencia laboral.

Creo, señor presidente, que el problema de fondo es cómo se gobierna durante las crisis  en países que vamos a estar en ese estado por muchos años. Porque la catástrofe económica y social de América latina es evidente y llevará muchísimos años superarla. 

          También me causa envidia cuando veo que Tabaré Vázquez no gana con el 20 por ciento sino con el 51 por ciento de los votos y, no obstante, va a hablar con la oposición, a los locales de partidos opositores que sacaron el 10 o el 35 por ciento de los votos y les extiende la mano para ofrecer un gobierno de concertación. Eso es lo que necesitamos.

Días atrás, organizamos un seminario del Consejo Económico y Social y vimos cómo en Brasil se pueden sentar los dirigentes financieros de Itaú con “los sin tierra” para discutir en una misma mesa cómo puede salirse de la crisis.

El problema de nuestro país —no de un gobierno, sino de una cultura— es de hegemonía política y no de búsqueda de concertación. Estamos en un país en el que todos quieren o tienen la pretensión de ser San Martín. Y San Martín “ya fue”; San Martín no tiene posibilidades de reiteración. Como decía Ortega y Gasset, el hombre es él y  sus circunstancias. Y San Martín fue San Martín porque era un hombre en una circunstancia histórica y con un pueblo determinado, que le permitieron entrar en la historia en la forma en que lo hizo. 

Los grandes hombres tienen más conciencia de sus limitaciones que de sus virtudes y por eso son grandes. Estamos en una etapa de transición en la que nadie puede, de un día para otro,  hacer la magia de convertir a la Argentina en el gran país próspero. Llevará muchos años si se trabaja bien, con mucha dedicación y esfuerzo, repartiendo la carga para que los de abajo no sigan cada vez más pobres y los de arriba sean cada vez menos y más ricos. Creo que ese es el  sentido de lo que debemos discutir.

Por eso, delegar facultades resulta casi criminal desde el punto de vista institucional, porque estamos ante una institución cuya credibilidad no es necesaria que sea demostrada. No hay que tomar el "latinbarómetro" para saber cómo está la credibilidad de los parlamentos de la región. Todos conocemos las encuestas porque sabemos qué dice diariamente la gente.

 Por eso, creo que estamos en un camino altamente equivocado. 

 En los tres temas que atañen a la norma sobre emergencia, voy a pedir la inserción de mi discurso porque se me agota el tiempo de exposición. 

 ¿Sabe cuál es la mayor demostración de la equivocación de la norma que se vota esta noche, señor presidente? Es que si se suman en este momento los senadores y senadoras que no están presentes para no votar la norma, las abstenciones y los votos por la negativa, seguramente, serán un número mayor que la cantidad de votos a favor del proyecto en consideración.

 Son leyes de “prepo” —que se sacan por razones de Estado, como fueron los superpoderes a Cavallo— , absolutamente negativas para la vida institucional del país.

 Por eso, espero que hagamos una reflexión conjunta y que, de una vez, terminemos con las delegaciones de facultades que significan un camino de retroceso para la democracia. Porque la crisis de la democracia solamente tiene respuesta con más democracia. 

Sr. Presidente. — Tiene la palabra la señora senadora Conti.

Sra. Conti. — Señor presidente: voy a explicar por qué voy a acompañar el pedido del Poder Ejecutivo nacional sobre prórroga de la emergencia económica en todas sus instancias.

 El descrédito de las instituciones de la República y el descrédito del Congreso, que vino delegando facultades sumando más descrédito al descrédito, a mi criterio, se está recomponiendo no tanto por el fortalecimiento institucional que intentamos desde el Parlamento, sino porque el Poder Ejecutivo nacional, al recomponer la autoridad política en cuerpo y alma del presidente Néstor Kirchner y de su gabinete, más allá de sus aciertos y errores, nos ha permitido empezar a fortalecernos institucionalmente como políticos.

 Sin embargo, la fragmentación político partidaria es notoria, incluso dentro del Senado. Es más. El propio bloque que se dice oficialista ha mostrado sus disidencias, salvo la ponencia del miembro informante. Es decir que dentro del propio Partido Justicialista parece haber quienes apoyan un requerimiento del Poder Ejecutivo nacional, que durante 2004 utilizó la ley de emergencia económica, y quienes no lo hacen. 

 No obstante, según mi opinión, la utilización de dicha ley ha permitido generar una recomposición en los parámetros macroeconómicos. En lo microeconómico, social y sanitario me guío por mi olfato como ciudadana y, en ese sentido, sigo viendo un pueblo excluido, marginado, sin educación y sin justicia social, todo lo cual determina una emergencia pública.

 Por ende, mi voto es el de seguir apoyando al presidente Néstor Kirchner, que es quien pide la delegación de facultades.

 Finalmente, apuesto a que la recomposición institucional de la República, que a través de sus tres poderes llevó al desastre, pueda darse pese a la delegación de facultades cuya aprobación apoyo en este momento.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el señor senador Massoni.

Sr. Massoni. — Señor presidente: la base de todo lo que se está discutiendo y analizando es el artículo 76 de la Constitución Nacional.

 Dicho artículo contiene un aspecto sumamente interesante, que es la prescripción según la cual el Congreso deberá dar las bases de la delegación que establezca. Si esas bases no fueran determinantes ni fijaran objetivos, se estarían delegando facultades extraordinarias por cuanto no existirían límites.

 La ley 25.561 expresa lo siguiente: "Declárase con arreglo al artículo 76 de la Constitución Nacional la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, delegando al Poder Ejecutivo nacional las facultades comprendidas en la presente ley hasta el 31 de diciembre de 2004."

 Es decir, está todo contemplado. Se contempla la situación del sistema financiero sin fijar límites y se establece, a su vez, el reordenamiento del mercado, del sistema bancario, de la economía y del mejoramiento del nivel de empleo. Prácticamente, no estamos en el marco del artículo 76 de la Constitución Nacional, sino dentro del marco del artículo 29, que establece que el Congreso no puede conceder al Poder Ejecutivo nacional ni las legislaturas provinciales a los gobernadores de provincia facultades extraordinarias ni la suma del poder público. Pero estas facultades son extraordinarias, dado que el Congreso delega todo lo que ocurre en el ámbito social, económico, en administrativo, financiero y cambiario.

 Sin embargo, el artículo 76 nace con un objetivo limitativo, en virtud de lo que había ocurrido anteriormente, cuando las emergencias y las delegaciones de facultades se efectuaban de acuerdo con la jurisprudencia y la doctrina específica y determinada. Todo el mundo lo sabe; hay que limitar.

 Por eso, recuerdo a los señores senadores presentes que la ley de emergencia 23.697, de agosto de 1989 —muchos de ustedes la habrán votado—, cumplió justamente con la pauta de establecer la limitación de cuáles eran los pasos que podía dar el Poder Ejecutivo. Quienes voten favorablemente este artículo estarán abriendo el camino a la nulidad y, en segundo lugar, despojando al Congreso Nacional de facultades que le son propias, ya que al cederlas al Poder Ejecutivo, la ciudadanía va a pensar que el Legislativo ya no existe...

Sr. Presidente. — Señor senador Massoni: la señora senadora Curletti le solicita una interrupción, ¿se la concede?

Sr. Massoni. — Cómo no.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra la señora senadora Curletti.

Sra. Curletti. — Señor presidente: esta interrupción que el señor senador Massoni me ha concedido me permite expresarme en los términos en que el señor senador Sanz manifestaba y eludir el síndrome de masoquismo en esta etapa que nos caracteriza a los senadores.

 Y lo hago porque entiendo que no existen razones jurídicas, económicas ni sociales, que justifiquen la prórroga de la ley de emergencia. No existen porque la Constitución nos habilita para que hagamos del poder que nos faculta la decisión de solucionar los problemas que la sociedad nos ha confiado. Y nuestra decisión se basa en el reconocimiento de que existen poderes especificados en la concepción de Weber, que tienen su fundamento en la preservación del propio sistema democrático, que la dinámica del poder puede y la historia y la actualidad actual, la de esta hora, nos está ejemplificando, pretenden expansiones hacia otras competencias. 

 Existen dos formas de acumular poder: por un lado, invadir competencias o ámbitos y, por el otro, practicar estrategias de debilitamiento que también se vinculan con formas de cooptación o sometimiento. De esto se trata, si se delegan competencias de un poder a otro, existe debilitamiento. Este es el camino que estamos inaugurando. Si se procede con otras estrategias de cooptación, se crea dominio y se ejerce el poder hegemónico. Aquí se están empleando estas dos estrategias. 

 Esencialmente para recuperar la capacidad, el deber y la responsabilidad que la Constitución nos asigna, entiendo que no podemos aceptar una prórroga, porque significaría una nueva mutilación. Significaría mutilar la Constitución Nacional y, en definitiva, renunciar a nuestros deberes y derechos.

 Permítanme insertar el resto de mi discurso.

Sr. Presidente. — Continúa en el uso de la palabra el señor senador Massoni.

Sr. Massoni. — Compartiendo el criterio señalado, debo destacar lo siguiente: se corre peligro de la nulidad, con cualquier decisión que se tome en un marco tan amplio y genérico, sin limitación de ninguna naturaleza. 

 La Corte Suprema de Justicia, en forma reiterada, ha dicho que no pueden delegarse las funciones que le son propias al Congreso: delegación por el Senado en esta materia y de este modo; delegación por la Cámara de Diputados, que abre el camino a que se vaya. Abre el camino a que a alguien se le ocurra que ya no hay más marcos en donde el Parlamento pueda actuar, sea en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria. 

 Destaco también que el artículo 2 es inconstitucional; las facultades de decir el momento en que se termina, las tiene el Congreso.

 Dentro de este contexto, debemos tener en claro que este proyecto proviene del Poder Ejecutivo y que el que debe definir las bases es el Poder Legislativo. En ese contexto, cualquier definición que se pueda tomar tiene que ser limitada por el Poder Legislativo, si lo considera necesario en cada uno de los casos. 

 Espero que a nadie se le ocurra pedir que el edificio del Congreso sea un museo en donde se recuerden, como pasado, los poderes del Congreso, que reservaban y resguardaban no sólo su poder sino que generaban situaciones de control y de ayuda al Ejecutivo. El Poder Legislativo no está para criticar ni para oponerse, sino para asumir sus responsabilidades junto con el Ejecutivo.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el senador por Tucumán.

Sr. Bussi. — Señor presidente: para avanzar más rápidamente en el debate, voy a pedir autorización a la Presidencia del cuerpo para insertar mi discurso, no sin antes dejar expresamente establecido que el voto de la Fuerza Republicana para este proyecto de ley de prórroga de la emergencia económica será negativo.

 Nos llama la atención esta contradicción en que recae el gobierno al anunciar, por un lado, noticias sorprendentes sobre crecimiento económico, crecimiento del producto bruto interno, estabilidad de empresas, creación de un millón de puestos de trabajo, fuerte ascenso de la recaudación impositiva, contención del gasto público, con superávit, significativo aumento de la inversión pública y, sin embargo, por otro lado, insistir en la emergencia económica.

 Por otra parte, sabemos que este tipo de medidas no son nuevas. Nuestra historia nos enseña que en 1829 se inició este período de delegación de facultades, hasta 1852, en que con la batalla de Caseros, los organizadores nacionales acabaron con ese período que ha degradado las instituciones de la República.

 Creemos que en tiempos de crisis, hay que sujetarse a la ley y ser respetuosos de las instituciones. Por eso, vamos a votar en contra de este proyecto de prórroga de la emergencia económica.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el señor senador por Salta.

Sr. Gómez Diez. — Señor presidente: la ley 25.561, cuya prórroga propicia el proyecto que estamos debatiendo en este momento, fue sancionada por este Congreso entre el 5 y 6 de enero de 2002.

 Muchos de nosotros fuimos testigos y protagonistas directos de esos días realmente difíciles, de tanta incertidumbre respecto del futuro del país.

 En la Cámara de Diputados, fue miembro informante el diputado Matzkin, quien trazó un panorama de lo que estaba sucediendo cuando dijo, entre otras cosas, que la crisis social y económica del país avanzaba a la velocidad del sonido. Hizo referencia a la desocupación y a la caída del producto bruto. Dijo que la producción industrial se había venido abajo. Las importaciones habían disminuido un 40 por ciento; el consumo de energía eléctrica, un 6 por ciento; la venta de los supermercados había disminuido un 9 por ciento; la construcción, un 20 por ciento. También dijo que se habían fugado los depósitos y que la recaudación impositiva del último mes, diciembre de 2001, respecto de igual mes del año anterior, había caído nada menos que un 33 por ciento.

 En esta Cámara, el miembro informante fue el senador Lamberto —y este episodio queda para la anécdota—, a quien en la Cámara de Diputados le había tocado la responsabilidad de ser miembro informante de la ley de convertibilidad. El destino quiso que también fuera miembro informante, pero de la ley que le puso fin al régimen de convertibilidad. Lamberto decía que las fábricas estaban cerradas, que no se podía competir y no porque nuestros empresarios no fueran eficientes, nuestros trabajadores diestros o nuestros técnicos capaces; el motivo —decía— es que hay una relación cambiaria que nos impide la relación con el resto del mundo. Así se aprobó la ley 25.561.

 En noviembre de 2003, cuando se trata la prórroga, que se aprueba por ley 25.820, el miembro informante de la Cámara de Diputados, el diputado Gutiérrez finalizó su alocución diciendo "ojalá que ésta sea la última prórroga de la ley de emergencia que tengamos que votar y que, a fines del año que viene, podamos dejar vencer esta ley de emergencia y los argentinos transitar el camino de la normalidad y el crecimiento para todos."

 Cabe acá preguntarnos cuál es la situación actual. En este sentido, como lo ha hecho el señor senador por Mendoza, nada mejor que remitirnos a las palabras expresadas por quien tiene la responsabilidad más alta en la conducción de la política económica del país, que es el ministro Roberto Lavagna, que hace muy pocos días, el 5 de este mes, dio un mensaje en IDEA, en Mar del Plata,  SEQ CHAPTER \h \r 1 donde hizo referencia a la situación en la que se encuentra el país. Y entre otras cosas, sin simplificar e ignorar la enorme tarea que hay por delante, dijo que la situación de hoy es radicalmente diferente a la de hace tres años. Hoy podemos hablar seriamente de mediano plazo. El ministro decía que podemos hablar de asegurar para nosotros y para nuestros hijos un país que esta vez no deje escapar la oportunidad de ser durablemente normal.

 Al concluir, dijo que el desafío de este gobierno es de gestión. Textualmente decía: “Este es un momento de paz y de administración”, citando al presidente Roca. También agregaba: “La nuestra debe ser la gesta de la normalidad”.

 Entonces, si el ministro de Economía nos dice que la gesta que tenemos por delante los argentinos y el gobierno es la de la normalidad, ¿cómo podemos nosotros hablar de prorrogar una emergencia, de volver a declararnos en emergencia, que es un presupuesto fáctico que hoy no existe en la realidad, y que es el que requiere el artículo 76 de la Constitución Nacional para circunstancias excepcionales, como las que vivimos en aquel principio de 2002, que pudieron haber justificado la delegación de facultades que se hizo en el Poder Ejecutivo nacional?

 Por lo tanto,  me pregunto cómo podemos hablar de emergencia cambiaria. ¿Sensatamente podemos hablar de que el país está en emergencia cambiaria? Tengamos presente que el Banco Central tiene que intervenir para mantener en 3 pesos el tipo de cambio. ¿O es que alguno de nosotros teme una corrida cambiaria en estos días? Yo no he escuchado a ninguna persona sensata hacer una apreciación de estas características. 

 ¿Cómo podemos hablar de emergencia financiera, si los bancos están desarrollando su actividad en forma totalmente normal? El Estado tiene un superávit único en cincuenta años, que a fines de 2004 será de alrededor de 20 mil millones de pesos.

 ¿Cómo podemos hablar de emergencia administrativa? ¿Podemos hablar de emergencia económica, cuando este año la economía va a crecer un 7,4 por ciento; y el 24 de este mes votaremos un proyecto de ley de presupuesto que prevé un crecimiento de entre el 4 y el 4,5 por ciento para el año que viene? No hay emergencia económica en un país que crece al 7,4 por ciento.

 Alguien podrá decir que en la Argentina hay una cantidad importante de pobres y que vivimos una situación social difícil. Al respecto, diría que esto tal vez tendríamos que haberlo debatido un poco más cuando se produjo la devaluación. En este sentido, cuando sobrevino la devaluación yo era consciente de que era insostenible la convertibilidad. Pero yo voté en contra de la ley 25.561, con el argumento de que primero había que poner sobre la mesa un plan económico, que no se podía construir una casa sin planos, porque abierta la compuerta sin un programa económico iba a dispararse el tipo de cambio, entonces, no íbamos a tener una devaluación del 20, 30 ó 40 por ciento sino una del 200 por ciento como finalmente sucedió.

 Acá hubo una gran transferencia de riqueza en la Argentina. Esta es la realidad. Se benefició el sector exportador, el campo, el Estado. Hoy el Estado cobra retenciones. Y se incrementó la recaudación impositiva, entre otras razones, por el aumento de los precios. Hay impuestos como el IVA que se tributan sobre el consumo, entonces, si suben los precios, sube la recaudación del IVA.

 La verdad es que hay conciudadanos nuestros en una situación difícil, pero que no es la del Estado. El Estado actual es rico, solvente y con un superávit de 20 mil millones de pesos. En consecuencia, no se puede hablar de emergencia cambiaria, financiera, administrativa y económica porque no existen esas situaciones.

 La semana próxima haremos una asamblea legislativa para recibir al presidente de China, ¿y qué noticia  podemos darle? Que el Congreso se reunió la semana pasada y declaró que el país se encuentra en emergencia cambiaria, financiera y económica. Pero eso no es sensato.

 Por lo tanto, considero que hay que ayudar al gobierno para que la Argentina se reencuentre con el camino de la normalidad institucional. No nos clausuremos nosotros mismos. Ayudemos al gobierno con un Congreso en funcionamiento. Si el Congreso funciona, no es necesario el dictado de decretos de necesidad y urgencia. Además, no existen situaciones excepcionales que autoricen la implementación de este tipo de instrumentos.

 El destino ha querido que el oficialismo tenga una mayoría generosa en ambas cámaras legislativas, lo que hace que pueda gobernar tranquilo. De hecho, no se le ha negado ninguna de las leyes que haya necesitado. Por lo tanto, no tiene sentido la delegación de facultades en un contexto de esta naturaleza. 

 Estamos en condiciones de debatir cualquier tema. En consecuencia, dediquémonos a crear consensos entre nosotros. 

 El señor senador por Santa Fe puso el ejemplo de nuestros propios vecinos. ¿Por qué no podemos tener una dirigencia política lúcida, como la que tiene Chile que transita caminos de progreso? ¿Por qué no podemos recuperar en la región el protagonismo que hemos perdido? Y miremos el caso del Brasil, gobernado por un presidente de origen obrero pero que entiende al mundo y cómo funciona la globalización. Se trata de un presidente que sale también a construir puentes para buscar el destino de grandeza que considera que su país merece.

 Son muchas las cosas que tenemos que recuperar en la Argentina, en estos días en donde tanta difusión ha tenido la visita del presidente chino. Bienvenido sea a nuestro país y ojalá que podamos firmar fructíferos acuerdos. Pero tengamos en claro que el presidente de China nos visitará un día y medio, y en Brasil cinco días. Además, China apoya al Brasil como miembro permanente en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, reconociéndole un rol de líder regional. Muchas cosas tenemos que hacer los argentinos para volver a recuperar prestigio en el mundo. 

 Se ha citado también el caso de Uruguay, cuyo candidato a presidente ganó por más del cincuenta por ciento de los votos y sale a la búsqueda de consensos en su sociedad.

 Realmente creo que el camino cierto para la Argentina debe ser el del restablecimiento de la confianza, de la credibilidad y de la seguridad jurídica. Sólo ese sendero hará que el mundo nos vuelva a ver como un país confiable y una nación con futuro. Pero para eso necesitamos tener a las instituciones en funcionamiento.

 Por lo tanto, considero que el camino de la sensatez y el mejor modo de ayudar al gobierno es con un Congreso en pleno funcionamiento, dando sanción a las leyes de la República y en el que se debatan los grandes temas que hacen al futuro de los argentinos.

 Por esta razón, ayudando al gobierno con la mejor de las buenas voluntades, nosotros vamos a votar por la negativa porque creemos que de esta forma hacemos nuestra contribución al futuro de la Argentina.

Sr. Presidente. —Tiene la palabra el senador Salvatori, por la provincia del Neuquén.

Sr. Salvatori. — Señor presidente: creo que a esta altura del debate, luego de haber sido expuestos tantos argumentos que fehacientemente corroboran una realidad que estamos viviendo, no puedo menos que expresar que tengo mis dudas y mi preocupación  respecto de si el estado de emergencia que se dice vivimos en el país justifica delegar otra vez facultades exclusivas y excluyentes del Congreso nacional en el Poder Ejecutivo.

 Ya no estamos viviendo la grave crisis económica, social y política que nos llevó, allá por fines de 2001, al borde del colapso y de la disolución nacional. Entonces, la situación es muy distinta. También es distinta a la de 2002 y a la de 2003 por la visible mejoría experimentada gracias al gran esfuerzo del pueblo argentino, de sus instituciones y también de las administraciones que se sucedieron en el gobierno después del pico de la crisis. Aquí tengo que mencionar el rol fundamental del Congreso en la emergencia, donde trabajó activamente poniendo el hombro para evitar males mayores y restablecer la democracia y la vigencia de las instituciones de la República.

 Es verdad que todavía no están superados todos los problemas; que todavía existe el peligro; que todavía tenemos asignaturas pendientes como la distribución del ingreso, la creación del empleo y la deuda externa; pero entendemos que las condiciones están dadas —y lo hemos demostrado— para que desde el Congreso podamos ayudar a afrontar los desafíos en el marco de la Constitución y de las leyes, con la plena vigencia de las instituciones. Esto es fundamental a efectos de garantizar nada más ni nada menos que la seguridad jurídica: para crear un clima de confianza, un clima de credibilidad, un clima de convivencia.

 Yo recuerdo que el presidente de la Nación, en su mensaje legislativo cuando asumió el cargo, hizo un fuerte llamado a la constitucionalidad. Dijo que había que construir la legitimidad de las leyes y que había que luchar contra la impunidad y la corrupción. Exhortó a leer en forma completa la Constitución nacional; a fortalecer la voluntad popular y la calidad constitucional, con la seguridad jurídica; y aseguró que no pediría cheques en blanco. Estas palabras me eximen de todo comentario.

 A continuación diré el porqué de mis reparos. 

 Me preocupa que claudiquemos en facultades que son propias del Congreso. El Poder Ejecutivo Nacional tendrá facultades para decidir por  el mantenimiento o por el cese de la situación de emergencia económica, social, cambiara, administrativa, financiera o laboral. 

 Se mantiene la suspensión de los despidos hasta que la tasa de desocupación sea inferior al 10 por ciento. Este sí es un cheque en blanco; la fecha es imposible de precisar.

 En caso de despido, los empleados deberán abonar una indemnización con un porcentaje adicional que será arbitrariamente establecido: se puede subir, bajar o no aplicar.

 No creo que la delegación de estas facultades contribuya a la creación de empleos. Al contrario: espanta la inversión que tenemos que incentivar. Es decir que se está actuando en sentido contrario a la generación de nuevos empleos.

 También —algún legislador lo mencionó—  tengo dudas con respecto a si el Senado tiene atribuciones para intervenir como Cámara de origen con este proyecto, porque hay temas tributarios y presupuestarios que están comprendidos que, como tales, son de competencia de la Cámara de Diputados. Esto restaría realmente legitimidad a la decisión que pudiéramos tomar. 

 Coincido con lo que dice el proyecto, en el sentido de que debe ser el Poder Ejecutivo quien tenga la facultad de renegociar los contratos de obras y servicios aún pendientes, porque evidentemente hace falta unidad de criterio. Allí no intervienen cuestiones partidarias o ideológicas, sino los fundamentos de conocer jurídicamente el tenor de los contratos.

 Confío en que esta discusión en el recinto nos va a permitir aclarar las dudas expuestas. Por cierto que hasta ahora ha sido muy aleccionadora. Yo suscribí el dictamen en disidencia parcial. Entendí que era muy importante habilitar el tratamiento de este proyecto para analizarlo en general, pero me reservo para el tratamiento en particular el hecho de formular otras observaciones que ayudarán a perfeccionarlo. Espero, anhelo,  que sean tenidas en cuenta. 

 Señor presidente: por razones de tiempo solicito insertar en el Diario de Sesiones el resto de mi discurso. 

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el senador Morales.

Sr. Morales. — Señor presidente: el señor senador Prades me está solicitando una interrupción. Se la concedo totalmente. 

Sr. Presidente. — Adelante, senador Prades.

Sr. Prades. — Señor presidente: lamentablemente, la lista de oradores se había cerrado cuando el presidente de mi bloque me pidió que hiciera uso de la palabra. 

 Agradeciendo la gentileza del señor senador Morales, quisiera decir tres cosas. En primer lugar, a lo que dijo el señor senador por Mendoza, del masoquismo institucional, quisiera agregar que aquí se trata de una especie de esquizofrenia institucional, con mucho respeto por quienes desgraciadamente padecen esa patología. 

 Analizando los fundamentos del proyecto que ha mandado el Poder Ejecutivo podemos advertir claramente que es el mismo Poder Ejecutivo el que señala: a través de la evolución de numerosas variables económicas se puede constatar que mucho se ha avanzado en la senda de la recuperación. Entre los logros podemos citar el crecimiento del Producto Bruto Interno, que para 2004 se estima en un 6,5 por ciento; la estabilidad de los precios internos, con un 6,3 por ciento; la creación de más de un millón de puestos de trabajo entre el primer trimestre de 2003 y el primer trimestre de 2004, con el consiguiente descenso en el índice de desocupación; un fuerte ascenso en la recaudación impositiva, con una relativa contención del gasto público, previéndose un importante superávit primario, un significativo incremento en la inversión y un 38,30 por ciento... 

— Varios señores senadores hablan a la vez. 
Sr. Presidente. — Senador Prades: le solicitan una interrupción...

Sr. Prades. — No, no concedo interrupciones, señor presidente. Ya termino.

Sr. Pichetto. — No es una interrupción lo que está haciendo el senador Prades, sino una exposición. ¡Eso es una forma de eludir la lista de oradores!

Sr. Prades. — Yo podría aducir que me han cercenado la posibilidad de expresarme.

Sr. Pichetto. — ¡Usted se fue!

Sr. Prades. — ¡Y usted se fue muchas veces...!

Sr. Presidente. — No discutan, por favor, y diríjanse a la Presidencia.

Sr. Prades. — Yo le pido, señor presidente, que me deje terminar, salvo que me cercenen. Si el senador Pichetto no me deja, me voy. Si no puedo hablar...

Sr. Pichetto. — El senador no está anotado en la lista de oradores.

Sr. Prades. — Si no puedo hablar, me voy.

Sr. Pichetto. — ¡Váyase si quiere!
Sr. Losada. — ¡Cuántas veces ustedes han pedido hablar...!

Sr. Presidente. — Senador Prades: adelante. Termine, por favor. 

Sr. Prades. — Sé de su gentileza, presidente.

Sr. Pichetto. — Yo no soy gentil para nada. 

Sr. Prades. — Quiero señalar que el propio artículo 76 de la Constitución establece como regla, como principio, la prohibición de delegar; por lo tanto, la excepción es la posibilidad de delegar, y con estos fundamentos que manda el propio Poder Ejecutivo de la Nación es imposible pensar que estamos en una emergencia que viabilice la excepcionalidad del artículo 76 de la Constitución Nacional.

 Quiero señalar además que en el año 2002, cuando este país se caía y el presidente Duhalde era un presidente parlamentario, fue la misma senadora Fernández de Kirchner, esposa del presidente, quien sostuvo con énfasis y con convicción —seguramente fue así— que no le podía entregar ni el honor, ni los bienes, ni su patrimonio a una persona cualquiera en base a la delegación de facultades. 

 Para terminar, quiero señalar algo muy brevemente. Tendría muchas cosas para decir. Pero le voy a dar una respuesta a lo que bien dijo el señor senador por Santa Fe por la minoría, en el sentido de que parece que todo viene junto. Sí, todo viene junto: los superpoderes, la emergencia económica, los fondos fiduciarios para que dos ministros manejen más de 20.000 millones de pesos sin ningún control del Estado. 

 También aparecen varias cosas juntamente con estas tres cuestiones: el usurpador de Olivos, la turbina que se quema y el cuento chino que dice que van a venir a pagar nuestra deuda externa. No son coincidencias sino bombas de humo que se han tirado para evitar que la sociedad argentina tome conciencia plena del poder hegemónico que se está internando en el país y que no sólo afecta a los partidos políticos sino también al propio partido de gobierno, generándole fracturas y divisiones innecesarias en un momento en que el país necesita de la conciliación y de la hermandad entre todos los argentinos.

Sr. Presidente. — Continúe, senador Morales.

Sr. Pichetto. — Son tramposos por naturaleza.

Sr. Morales. — ¿Cómo tramposos por naturaleza? ¿Cómo tramposos? ¿Ahora hay problema porque habla otro senador?

Sr. Presidente. — Senador Morales...

Sr. Morales. — Estoy en mi tiempo, me toca hablar a mí. 

 ¿Cómo tramposos, presidente del bloque justicialista? Después le va a tocar hablar a usted.

Sr. Pichetto. — Lo del senador Prades no fue una interrupción.

Sr. Morales. — Fue una interrupción. El senador quería hacer uso de la palabra y ha usado cinco minutos de los míos. Pero nosotros no somos tramposos. ¡Retire lo que acaba de decir, porque no somos tramposos!

Sr. Pichetto. — No voy a retirar nada.

Sr. Presidente. — Adelante, senador Morales, por favor.

Sr. Morales. — Señor presidente: le pido que tenga la misma paciencia que ha tenido con los otros oradores, porque voy a hacer uso de mi tiempo.

 Quiero plantear dos cuestiones. Una tiene que ver con la discusión de si estamos en situación de emergencia o no. Estamos en una situación totalmente diferente con relación a lo que se vivía en el mes de enero de 2002, cuado estábamos al borde del estallido social y se vivía una profunda crisis institucional. Se tuvo que tomar la decisión de la devaluación. Además, se produjo una pesificación asimétrica. Había un profundo desempleo, empobrecimiento de los argentinos, incremento del índice de la pobreza e indigencia, crisis del sistema financiero, el "corralito", crisis en las relaciones contractuales, crisis en las empresas privatizadas y profundo déficit fiscal. Todo eso generaba un marco que nos ponía inclusive al borde del estallido social.

 Pero en la situación actual, y de acuerdo con la descripción de funcionarios como el ministro de Economía y con el mensaje de elevación del Poder Ejecutivo de este proyecto de ley, se dice que el PBI está creciendo en un 6,5 por ciento para  2004, que hay estabilidad de precios internos en un 6,3 por ciento en el 2004, que se han creado más de un millón de empleos, que hay aumento en la recaudación impositiva, contención del gasto público, un importante superávit primario de unos 20.000 millones para el año 2004 y posiblemente una proyección por igual cifra para el 2005, incremento en la inversión. Claro, a partir de la información que brindan algunos funcionarios del Poder Ejecutivo, parecería que vivimos en Disneylandia. 

 Es cierto, muy cierto, que no es igual la situación que vive el país en  noviembre de 2004 a la de enero de 2002.

 El problema es que no estamos en situación de emergencia. El problema de la Argentina es que vivimos en una profunda crisis estructural, con profundo desempleo, con mucha pobreza. Vivimos en una situación en la que el problema central pasa por la falta de justicia en la distribución del ingreso, en donde no están garantizados los principios de igualdad y libertad que plantea nuestra Constitución Nacional.

 En este debate de si hay o no emergencia, en la Unión Cívica Radical decimos que  estamos en presencia de una profunda crisis estructural, que el camino justamente es el inverso al que elige el Poder Ejecutivo y el Partido Justicialista. El camino no es el otorgamiento de superfacultades al Poder Ejecutivo, no es el de destruir la República, que fue el mejor invento para terminar con la monarquía y con el poder absoluto. El camino es diferente y es contrario al de la delegación de facultades que se está planteando en esta ley de emergencia. El camino es diferente al del de la firma de tantos decretos de necesidad y urgencia en los que este Poder Ejecutivo está batiendo récords. El camino no es el de responsabilidad fiscal que ha concentrado más poder en el gobierno nacional y ha restringido la autonomía de los gobiernos provinciales. El camino, señor presidente, es totalmente contrario a esto; es el de garantizar la democracia con mayor calidad institucional. El camino es el de garantizar la división de poderes y el funcionamiento de la República. El camino es el de mayor participación ciudadana,  construcción de los derechos de los ciudadanos y garantizar los derechos autónomos de las provincias; se deben establecer mejores mecanismos de garantía y preservación de derechos. El camino es el de mayor justicia en la distribución del ingreso a través de garantizar la igualdad en la educación y en el acceso a la salud.

No se puede salir de esto con medidas de emergencia sino con más democracia y con proyectos de mediano y largo plazo. De esta crisis no se sale el año que viene ni en los próximos cinco años. Sólo se podrá salir mejorando la calidad de las instituciones, garantizando la participación ciudadana y los principios de igualdad y libertad. No existe mejor causa...

Sr. Presidente. — Silencio, señores senadores; escuchemos al orador...

Sr. Morales. — Gracias señor presidente; a ver si hace silencio el presidente del bloque justicialista. 

Decía que no hay mejor causa revolucionaria ni mejor camino para la recuperación nacional que cumplir estrictamente con la Constitución. 

Estas son las cuestiones que nos diferencian de la posición del justicialismo, que está deteriorando las instituciones y siguiendo el camino fácil de la mayor concentración de poder, lo que deteriora a la República.

Estas son las razones que nos llevaron a ponerle límites a la prórroga de la emergencia y al otorgamiento de superfacultades. En ese sentido, vamos a utilizar todos los mecanismos que estén a nuestro alcance y que nadie se moleste, porque además de esta actitud del Poder Ejecutivo, también hemos notado actitudes de senadores de la bancada justicialista que impiden el debate. Esto sucedió ayer en la Comisión de Presupuesto y Hacienda en la cual, apenas ingresó el dictamen y quisimos debatir los superpoderes se nos dijo que no porque iban a firmar el dictamen de comisión. Entonces, lo que están haciendo es destruir al Senado como institución, como garantía del debate reflexivo y de la tolerancia. 

Vemos entonces un camino bastante peligroso por el que está transitando el Poder Ejecutivo con el acompañamiento, inclusive, de algunos senadores de este cuerpo que impiden el tratamiento tolerante de todos los temas que tiene que abordar la sociedad argentina. Tiene que haber un mayor debate reflexivo y más tolerancia para salir de la profunda crisis. Estas son las razones que hacen que el bloque de la Unión Cívica Radical vote en contra de la prórroga de la ley de emergencia, que significa más facultades y mayor concentración de poder para el gobierno nacional. 

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el señor senador por el Chubut.

Sr. López Arias. — ¿Me permite una interrupción?

Sr. Presidente. — Para una interrupción, tiene la palabra el señor senador López Arias.

Sr. López Arias. — Señor presidente: no voy a utilizar la interrupción para violar el cierre de la lista de oradores, pero debo decir que me siento impotente porque he estado escuchando todos los argumentos en contra y yo tengo argumentos para sostener mi voto favorable. Y como no quiero pasar a la historia como un “levantamanos” voy a solicitar autorización para insertar mis  fundamentos, porque estoy convencido de que esta norma debería haber sido mucho más prolija.  Es desprolija, pero existen muchas más razones para votar a favor que en contra. Por lo tanto, solicito autorización para insertar y voy a respetar la resolución de la Cámara con relación al cierre de la lista de oradores. 

Sr. Presidente. — Continúa en el uso de la palabra el señor senador Guinle.

Sr. Guinle. — Señor presidente: voy a tratar de ser lo más breve posible. Escuchaba todas las cosas que hacen falta y creo que también hace falta un poco más de memoria. Creo que hace falta, fundamentalmente, recordar de dónde venimos, de qué situación venimos. Y cuando hablamos de calidad institucional, debemos recordar también que el camino recorrido seguramente ha sido en buena parte sustentado por la mejora y performance que el propio gobierno ha tenido en este lapso que lleva en el gobierno. 

 Para recordar de dónde venimos, creo que es prudente aludir a que en realidad la declaración de emergencia pública —lo tienen dicho el Congreso y la Corte— no suspende derechos y garantías consagrados por la Constitución y el Poder Legislativo. Se ata a un procedimiento previsto en la Constitución Nacional y dota al Poder Ejecutivo para que pueda proteger los intereses generales de la sociedad afectados por una crisis de excepcional gravedad, condición  necesaria y previa de la declaración de emergencia.

 Cuando se votó la ley 25.561 —no tengo dudas y mucho menos hoy—, era absolutamente necesaria; su instrumentación fue racional y el ejercicio de las facultades delegadas por parte del Poder Ejecutivo también fue responsable. 

 En realidad, la hecatombe que condujo a esta contundencia y enorme gravedad de la crisis, que derivaba en la declaración de emergencia, alcanzó una materia no explicitada claramente en la ley 25.561: la materia institucional. 

 En realidad, estaba calificada por casi todos los sectores como la más profunda y grave de la historia de la Nación. 

 Hoy vemos que algunos, entre los deberes y las cosas que hay que recordar, muy sueltos de memoria no recuerdan a los protagonistas  ni el trayecto recorrido y dan consejos de cómo se debería actuar. En realidad, hay consejos dados en esa época que ni siquiera alcanzaron a ser aplicados. A ello se debe adicionar que las medidas tomadas en el 2002,  a la luz de los resultados, permiten concluir incuestionablemente que se sigue con parámetros que en modo alguno pueden negar que la emergencia subsiste y que, a la manera de decir del premio Nobel de Economía, los argentinos negamos la enfermedad y no queremos reconocer que debemos seguir tomando remedios.

 Siguiendo los lineamientos de la doctrina constitucional, la ley 25.561 declaró la emergencia pública en diversas materias.

 La emergencia fue declarada por ley y no por decreto; las medidas fueron razonables, limitadas en el tiempo y siempre sometidas al control de constitucionalidad por parte del Poder Judicial, toda vez que la emergencia —a diferencia del estado de sitio— no suspende las garantías constitucionales.

 El proyecto que tratamos esta noche no es la prórroga de la ley 25.561. Sería una incongruencia porque, en realidad, hay una gran mayoría de normas de carácter permanente que no pierden ni perderán vigencia por más que venza el plazo previsto por la ley 25.561.

 El Título III constituye una norma de carácter permanente. Introduce modificaciones en la ley de convertibilidad que, por más que se concluya con la emergencia, continuarán vigentes hasta su derogación o modificación por una ley posterior.

 En cuanto al Título IV es obvio que los mecanismos de reestructuración de las obligaciones afectadas por la salida de la convertibilidad  no cesan con la emergencia,  puesto que son disposiciones de carácter permanente.

 Se modificó el Código Procesal Civil de la Nación y otras normas que obviamente también tienen carácter de permanente.

 El texto original de la emergencia lo hacía con arreglo a lo dispuesto en el artículo 76 y delegaba al Poder Ejecutivo nacional las facultades comprendidas en la ley hasta el 10 de diciembre de 2003. La ley 25.820, sancionada el 19 de noviembre de 2003, modificó el artículo 1 de la ley 25.561 en lo atinente al primer párrafo, declarando la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 76 y delegando al Poder Ejecutivo nacional las facultades comprendidas en dicha ley hasta el 31 de diciembre de 2004.

 El nuevo proyecto, a diferencia de la ley 25.820, no establece una modificación de la fecha de cese de la emergencia, sino una prórroga en cuanto a la declaración de la emergencia por un año, pero reconociendo los progresos evidenciados en vastos sectores de la sociedad y en la economía nacional. El artículo 2 faculta al Poder Ejecutivo nacional para declarar la cesación en forma total o parcial del estado de emergencia pública en una, o algunas, y/o en todas las materias comprendidas en el primer párrafo de la ley 25.561.

 Y en su artículo 3 establece la obligación de que la comisión bicameral y el Poder Ejecutivo nacional produzcan un informe conjunto al 30 de junio del 2005.

 Inclusive, morigerando los efectos y alcances del artículo 16 original de la ley 25.561, el proyecto prorroga la suspensión de los despidos sin causa justificada, estableciendo que tal previsión cesará cuando la tasa de desocupación resulte inferior al 10 por ciento, a la vez que morigera el recargo indemnizatorio porque lo limita a la indemnización por antigüedad. Esto es algo que parece haber pasado inadvertido para varios de los que hicieron mención del texto del proyecto.

 Los alcances de la declaración de la emergencia, las materias comprendidas y el plazo prorrogado por el proyecto de ley, el debate sobre si se sale o no de la emergencia y el manejo por parte del Poder Ejecutivo nacional de las facultades delegadas son aspectos que evidentemente debemos analizar.

 La declaración de la emergencia dictada por la ley 25.561 obedeció a evidentes causas que prácticamente en todos los órdenes institucionales de nuestra sociedad mostraban un altísimo grado de deterioro y de peligro, que motivaron que casi todo el arco político las reconociera. Pero existe una gran confusión cuando avanzamos con el contenido de este proyecto de ley.

 El Poder Ejecutivo remitió esta iniciativa con el objeto de complementar la ley de emergencia pública, número 25.561. Y marca un diagnóstico de mejora general de la situación del país, al cual no voy a hacer referencia porque consta en los considerandos de la elevación del proyecto y también fue mencionado por varios señores senadores.

 La necesidad de prorrogar el plazo previsto por el artículo 1, modificado por la ley 25.820 —vale decir, prorrogar la declaración de la emergencia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria— se fundamenta en la necesidad de consolidar el proceso de recuperación.

 Los factores que evidencian un mejoramiento de los indicadores económicos y sociales en general indican que estamos muy lejos de lo que podríamos llamar un estado de normalidad, pero señalan que ha existido un manejo absolutamente responsable por parte del Poder Ejecutivo nacional de estas delegaciones, que se ha constituido en un instrumento eficiente para el objetivo trazado. Los propios parámetros objetivos que cada uno de los señores senadores leyó de las consideraciones y de la elevación del proyecto del Poder Ejecutivo marcan que éste ha sido un instrumento eficiente y usado con responsabilidad. No apoyar la declaración de emergencia en cada una de las materias, a mi juicio, no implica otra cosa que quitar una herramienta que el Poder Ejecutivo necesita y que ha demostrado utilizar de manera responsable y tempestiva. Ha sido responsable y eficiente y ha respetado los derechos constitucionales en la gravedad institucional que ha tenido la emergencia que se ha declarado.

 Más allá de los avances, la situación de emergencia continúa y, evidentemente, la misma sólo va a desaparecer cuando el crecimiento continuado de la economía supere durante un mínimo de tres años el crecimiento global de la economía mundial y en particular de las principales potencias económicas. Vale decir, cuando se elimine el retraso de nuestro crecimiento comparativo y cuando se estructure una solución permanente y sustentable de la deuda pública interna y externa, que únicamente será posible con una actitud fiscal de un gobierno equilibrado que cuente con herramientas adecuadas de administración y con el logro de metas crecientes del producto bruto. Al mismo tiempo, cuando el sistema financiero y bancario termine de ser rediseñado para adecuarse al nuevo esquema de producción consumo, con tasas reales que apalanquen el desarrollo —pues pese al reordenamiento primario efectuado desde comienzos del 2002 todavía perdura la necesidad de que el sistema financiero y bancario se estructure en función del citado esquema productivo y de consumo—; cuando deje de estar en emergencia, inclusive, el tipo de cambio, pues la fluctuación no es producto de un juego armónico de distintos factores de mercado —es constante el monitoreo e intervención del Banco Central para no alterar las ecuaciones económicas— y cuando los niveles de desempleo y de pobreza se acerquen a los históricos de nuestra sociedad y no como en la actualidad que tenemos ignominioso récord en la materia, con millones de argentinos excluidos y que alcancen niveles mínimos de subsistencia a través de planes de ayuda asistencial que está instrumentando el Estado.

 No se culminó con la necesaria reestructuración y saneamiento del sector financiero. Todavía siguen vigentes las consecuencias del corralito financiero y aún por la pesificación de depósitos sobrantes en el sistema, no se culminó con la reestructuración de la deuda soberana en default que supera los 80.000.000.000 de dólares, de los que un porcentaje en el orden de un 40 por ciento como mínimo está en manos de argentinos, incluidas las Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones.

Sr. Morales. — Señor presidente: el tiempo.

Sr. Guinle. — Más allá de que no hemos dejado de atender los servicios financieros de la deuda que mantiene el país con los organismos de créditos multilaterales, la relación de los mismos se encuentra condicionada en gran medida con la salida del default y con una amplia aceptación de la propuesta de reestructuración y quita de la deuda soberana en default.  Todavía no se terminó ni definió la renegociación de los contratos de servicios públicos, con la incidencia que ello trae aparejado en obligaciones para el sector público, para los usuarios, los consumidores y aun para el ingreso de capitales y el mejoramiento de calidad de tales servicios.

 Sigue pendiente el encauzamiento y negociación de los reclamos existentes en el CIADI, que es el Tribunal Arbitral creado por el Banco Mundial.

Sr. Presidente. — Señor senador: le solicita una interrupción el señor senador Morales.

Sr. Guinle. — No le voy a conceder interrupción. Lo que está gritando desde ahí, lo alcanzo a escuchar. Si le doy la interrupción, estoy gastando mi tiempo. 

 Si me deja, con todo gusto concluyo.

 Le agradezco mucho, señor senador.

 Tenemos índices elevados de desempleo, pues a la intensa creación de puestos de trabajo, son muchos los excluidos del mercado laboral que necesitan medidas de incentivo fiscal para la contratación, capacitación y, fundamentalmente, medidas de disuasión para los casos de despido arbitrario. La crisis existe y la necesidad de mantenimiento de la declaración de la emergencia pública también.

 El ex senador Baglini, a quien invariablemente rescatamos —lo voy a citar parcialmente, así que no es necesario que me lo adviertan— al discutir la ley 25.820 decía: "... Creo que está claro que la conducta de no discutir la existencia de la emergencia que hemos asumido siempre una vez más la hemos asumido en la Cámara de Diputados y en este cuerpo. Ello sería un absurdo para un país con nuestros indicadores sociales...

Sr. Losada. — Señor presidente: se ha excedido en el tiempo.

Sr. Guinle. — ...y que todavía está en default...

Sr. Losada. — Solicito una interrupción.

Sr. Guinle. — Lo que siempre hemos discutido es el fondo del tema: ...

Sr. Presidente. — Le solicitan otra interrupción, senador.

Sr. Guinle. — ...cual es la racionalidad del alcance de la emergencia."

Sr. Losada. — ...Es dueño del Senado el señor legislador. Lo vamos a autorizar a que continúe. Que pida permiso...

Sr. Presidente. — Había anunciado que ya estaba terminando el senador Guinle.

Sr. Guinle. — Senador Losada: no se ponga nervioso. Escuche, porque lo hemos escuchado pacientemente.

Sr. Losada. — Lo vamos a autorizar para que continúe...

Sr. Presidente. — Ya había anticipado que iba a terminar rápido.

Sr. Guinle. — Le agradezco mucho, señor presidente. Gracias, senador Losada, por su paciencia y tolerancia.

 "Esta es una norma imprescindible para el Ejecutivo —decía el senador Baglini—, pero para el Parlamento es muy delicado concederla. Digo esto porque está claro que le transferimos facultades que son usualmente propias del Parlamento. Estamos todos contestes de que durante épocas el Parlamento no tuvo la capacidad de respuesta en tiempo...".

 En realidad, no caben dudas de que la emergencia que el Ejecutivo está pidiendo subsiste. Y lo que se pueden discutir son los alcances y el acotamiento de ella.

 El gobierno ha demostrado responsabilidad. Mucho de lo que se habla acá de calidad institucional tiene que ver con el desempeño del gobierno. Este se ha desempeñado de manera eficiente. Y me parece que los discursos apocalípticos que se hacen en esta sala, con voz engolada e inflamada, merecen un teatro un poquito más grandilocuente, que escuche algunas cuestiones que realmente no tienen nada que ver con la realidad.

 Quisiera recordar algo, para terminar, y sin aludir a ningún señor senador porque no quiero darle lugar a réplica. Tengo acá al menos cinco declaraciones de señores senadores de la oposición y de un diputado de la oposición que en realidad decían que no se podía votar esto ni darle estas facultades al Ejecutivo, menos en un año electoral. 

 Creo que están más preocupados por el año electoral y las consecuencias electorales que por la gravedad institucional.

 Nosotros no. La votamos el año pasado y lo haremos este año. Prescindimos de las circunstancias del año electoral. Lo hacemos convencidos de que el Ejecutivo necesita esta herramienta y con la absoluta convicción de estar acompañando un proceso de recuperación y de crecimiento que el país necesita.

 Confiamos en que la oposición también lo sepa acompañar.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra el señor presidente de la Unión Cívica Radical, senador Mario Losada.

Sr. Yoma. — Que sea breve. 

Sr. Losada. — Me alegro que ponga algún humor en ese bloque, senador Yoma.

 Creo que todos tenemos años de participación parlamentaria y sabemos que hay situaciones que a veces se salen de los cauces. Por eso voy a pedir, respetuosamente, al jefe del bloque oficialista que tenga el gesto de retirar el agravio que hizo a este bloque.

 Estamos habituados, muchas veces, a perder votaciones; muchas. Nos ha tocado perder más veces que ganar, no porque nos guste que esto ocurra sino porque, obviamente, a la mayoría hay que respetarla.

 Lo que vemos es que no ocurre lo mismo con algunos senadores del oficialismo, que no tienen nuestra tolerancia para con el propio Reglamento. Es absolutamente habitual que se hayan pedido interrupciones para que otros señores senadores puedan expresar sus opiniones. Por eso es que no entendemos que porque un señor senador de nuestro bloque haya solicitado una interrupción, dado que no pudo ser anotado por la rigidez con que se manejó el Reglamento en el día de hoy, se haya producido semejante reacción.

 No obstante, nosotros no tenemos inconvenientes en aceptar las reglas de la rigidez del Reglamento. Pero no aceptamos que haya un Reglamento para unos y otro Reglamento para otros. No es bueno que haya senadores de primera y senadores de segunda.

 Cuando quien ejerce un alto cargo en la conducción de esta Cámara no respeta el Reglamento, me preocupa; aunque sé que es un hombre correcto. Lamentablemente, hay que exigir que se cumpla el Reglamento y cuando a uno le toca estar del otro lado, también tiene que cumplirlo. 

 Espero que esta situación que se dio sea producto del nerviosismo de hoy y no una cuestión habitual.

Sra. Curletti. — ¿Me permite una interrupción, señor senador?

Sr. Presidente. — ¿Se la concede, señor senador?

Sr. Losada. — Sí, señor presidente. 

Sr. Presidente. — Para una interrupción tiene la palabra la señora senadora Curletti.

Sra. Curletti. — Señor presidente: me sumo a lo expresado, en el sentido de pedir las disculpas necesarias, porque las mujeres y hombres de bien que estamos en este recinto no somos tramposos ni hubiésemos tolerado que una persona tramposa asuma como senador, porque la Constitución así lo determina.

 Entonces, por la dignidad de este Senado, me sumo a la demanda que manifestara el señor presidente de mi bloque.

Sr. Presidente. — Continúa en el uso de la palabra el señor senador Losada.

Sr. Losada. — Señor presidente: ya refiriéndome al tema que estamos discutiendo, yo me pregunto qué escenario van a tener los hombres del gobierno cuando salgan al exterior a decir que la Argentina felizmente se está recuperando —porque es bueno salir a decirle al mundo que estamos en el camino del desarrollo, del despegue, aunque todavía tenemos un enorme costo social—, a mostrar un superávit fiscal; a mostrar la reactivación de las economías regionales; a mostrar que efectivamente el esfuerzo hecho en este país, al que todos queremos ver en la mejor de las condiciones —porque hay una sociedad que ha sufrido demasiado—, está dando resultados —palabras dichas recientemente por un señor senador del oficialismo, las cuales compartimos y respecto de las que coincidimos, porque esa es la realidad y el diagnóstico que tenemos todos: hay una Argentina con otro horizonte—, si a ese discurso lo acompañamos con esta iniciativa, puesto que estamos trasluciendo una verdadera contradicción.

 Digo esto porque este proyecto de ley está diciendo que la Argentina se encuentra en el abismo, que estamos ante una fenomenal crisis, que efectivamente sí tuvimos en 2002.  Entonces, cómo acompañamos ese discurso optimista y realista en varios aspectos, con una norma que intentada votar por este Congreso está diciendo al mismo tiempo que la situación de emergencia continúa tan grave y delicada que no se puede hacer ninguna modificación, porque si no nos derrumbamos del todo.

 ¿Cómo se explican ambas actitudes? Nosotros tenemos optimismo, nos alegramos y no hacemos de la situación competencias electorales. Pero me parece que a algunos les traiciona el subconsciente cuando hablan de esos temas.

 Se defiende el discurso del Poder Ejecutivo para convencer  a los inversores y, por otro lado, se está considerando una ley para no convencer a los inversores. ¿Cuál será el camino que seguirá el Poder Ejecutivo? ¿El del despegue, el de que los capitales extranjeros tengan confianza para venir a invertir porque acá hay una Argentina en marcha, o la ley del caos y de la crisis? Ese es uno de los aspectos que consideramos decisivos.

 El otro aspecto que hace a los caminos que estamos decidiendo radica en que si en este marco de la Argentina que queremos mostrar exhibimos a un país que funciona con sus instituciones, con su división de poderes, con un sentido republicano de las leyes y en el que existe seguridad jurídica, mostramos que ese es el camino de la recuperación, no sólo económica sino también institucional.

 La otra instancia es decirle a ese espectro externo que el Congreso ya no legisla más. Que dada la fenomenal crisis que padecemos, es casi imposible que funcione el Parlamento y que por eso tenemos un solo legislador, que es el Poder Ejecutivo.

 Planteo la excelente reflexión del senador Terragno, en el sentido de que parece que cuando hay dificultades, el Congreso no tiene que funcionar más. ¡Qué buena advertencia!

 Por eso, nosotros defendemos la posibilidad de que el Ejecutivo salga con las herramientas adecuadas a explicarle al mundo que felizmente estamos volviendo a un escenario de total tranquilidad, equilibrio y funcionamiento.

 Y agrego algo más vinculado con las actitudes personales. No me siento agraviado porque el Ejecutivo no tenga confianza en nosotros. Es entendible que no confíe en los bloques de la oposición. Pero que quiera tener el manejo legislativo porque no confía en sus legisladores —que son mayoría—, diría que es preocupante. Si me pongo en el rol de legislador oficialista, me sentiría absolutamente preocupado, ya que pensaría que mi propio gobierno no me tiene confianza, no cree que vaya a legislar. Es como si el Poder Ejecutivo me dijera "hasta que tengamos todo resuelto y por falta de confianza, de la legislación me ocupo yo".

 Además, no existen dudas acerca de los números del Senado de la Nación. ¿O alguien duda de que acá pueden votarse rápidamente una gran cantidad de leyes? Creo que el presidente, en lugar de enviar una ley para retirarle la confianza a sus legisladores, debería mandar un agradecimiento por la solidaridad que demostraron a cuanto proyecto mandó.

 Pero cada uno se hace cargo en el lugar en que está. Nosotros vamos a seguir defendiendo nuestras convicciones. Esa fue la razón por la que la sociedad nos eligió, es decir, para que legislemos. No creemos que en el futuro tengamos derecho —y no hablo de elecciones— a pedir que nos voten para que, al otro día de haberlo hecho, vengamos y digamos: "Legisle usted: yo soy un incapaz para hacerlo". Yo digo que va costar mucho salir a reclamar apoyos electorales si al otro día estamos haciendo la cesión a otro Poder.

 Creo, señor presidente, que todo este esquema de delegación se está convirtiendo decididamente en un hábito. Escuchaba las últimas expresiones en cuanto a que, según los pronósticos, la delegación seguirá después de la renovación del año próximo y de las sucesivas; incluso, que hay tanto por hacer que el Congreso podría pasar a receso por tres o cuatro años, porque hay que seguir aprobando leyes como la que hoy se intenta votar. 

 No voy a entrar en la discriminación y en los cuestionamientos que muy bien se hicieron desde nuestro bloque y desde otros en cuanto al fondo de la ley. En algunos casos, como bien se dijo, estamos reemplazando legislación que ya no existe y la estamos metiendo como al barrer: total, por las dudas, saquemos todo lo que hay y también lo que no hay.

 No es bueno el ejemplo de esta decisión que se está por tomar. ¡Ojalá que no lo hagan! ¡Ojalá que no lo hagan, por la salud de la República, por la salud de las instituciones y por la propia salud de los que hoy tenemos la responsabilidad de estar en estas bancas!

 Yo apelo a que esto sea comprendido más allá del debate político. Tenemos la convicción de que hay que debatir; es parte de las reglas de juego. 

 No creo que tengamos que cambiar el humor y el comportamiento porque no pensamos igual, ya que desde que ocupamos estas bancas, cada uno sabía cómo pensaba el otro. Entonces, no hay que enojarse porque no pensamos igual.

 Hoy hemos expresado nuestra solidaridad hacia un hombre del justicialismo porque va a representar —y muy bien— al país en un proyecto y en una organización de partidos políticos. Lo hicimos porque, a pesar de que piense distinto, lo hace en función de la democracia, del pluralismo y de las instituciones.

 Para finalizar, señor presidente, el bloque de la Unión Cívica Radical agradece enormemente a los legisladores de otras expresiones políticas de este Senado que han coincidido en oponerse a esta ley que delega definitivamente el rol parlamentario, para convertirnos en meros veedores u observadores de la legislación de la Argentina hecha desde el Poder Ejecutivo y no desde donde corresponde: el Congreso de la Nación.

Sr. Presidente. — Para el cierre del debate, tiene la palabra el señor presidente del bloque justicialista, senador Pichetto.

Sr. Pichetto. — Señor presidente: en primer lugar, me voy a referir a mi expresión, dicha en el marco de un determinado contexto en el que definí el concepto de tramposo como una forma de eludir las reglas y las normas. Yo no creo que el bloque radical sea tramposo, ni tampoco sus integrantes; pero debo decir —y nobleza obliga— que hoy no han tenido una buena tarde. 

 Escuchamos reiteradamente que venían a debatir y lo primero que hicieron fue no dar  presencia en el recinto, para luego retirarse. Después, abrimos el debate para que se anotaran todos quienes quisieran hacerlo. Señor presidente del bloque radical: todos se anotaron. Lamentablemente, el senador Prades no se encontraba en el recinto.

 En cuanto al concepto de interrupción, usted lo conoce más que yo porque tiene una larga trayectoria en este Parlamento. De hecho, todos los que estamos en estas bancas sabemos qué significa una interrupción. Una interrupción es un aporte breve, limitado al tema y muy preciso sobre la cuestión en debate, para enriquecerlo; no es un discurso. Ahí, indudablemente, ha habido una violación del Reglamento y de las normas. Yo no pienso que el bloque radical sea tramposo, y espero que esto los deje tranquilos.

 Yendo a la cuestión en debate, diré que en este bloque está el peronismo, un partido comprometido con su gobierno. Nosotros no somos transversales; somos peronistas. El peronismo es un partido de gobierno y de poder que nunca tuvo un vicepresidente que se fue antes...

Sr. Losada. — ¿Y Duhalde?

Sr. Pichetto. — ...que dejó el gobierno y que provocó la crisis más grave de la historia política institucional. 

 Tampoco dudamos cuando hay que votar y aparece a la luz de lo políticamente incorrecto que podemos llegar a perder imagen o votos. Nosotros nos comprometemos con el gobierno en las buenas y en las malas. ¿Qué pasaría en la Argentina si hoy rechazáramos el pedido de prórroga de la emergencia que hace el gobierno? ¿Qué pasaría con el poder político del presidente? ¿Qué pasaría con el gobierno en términos de la renegociación con los acreedores externos? ¿Cuál sería el nivel de credibilidad que tendrían el presidente, el gobierno y el Ministerio de Economía para asumir una negociación altamente trascendente a los intereses del país? Por eso, venimos esta noche a ratificar con nuestro voto positivo el apoyo al gobierno y al presidente de la Nación, que todavía necesita estos instrumentos para sacar al país definitivamente de la crisis.

 Nosotros entendemos el problema del radicalismo. Por supuesto que lo entendemos. Es un partido que se tuvo que ir del gobierno en una crisis catastrófica de autoridad y de liderazgo político. ¿Sabe cuándo empezó la crisis, presidente?

Sr. Morales. — Con ustedes.

Sr. Pichetto. — Empezó en el propio Congreso, en las propias cámaras. Me acuerdo como si fuera hoy, cuando una noche, prácticamente ocuparon la residencia de Olivos y se cargaron un ministro. El propio partido del gobierno... 

 En muchos debates, frente a definiciones políticas que tomaba el Poder Ejecutivo, las principales resistencias venían del propio seno de la Alianza, con un montón de componentes, de críticas y de situaciones negativas que impidieron al presidente de la Rúa —más allá de su actitud titubeante y de su poca capacidad política— llevar el gobierno adelante.

 Nosotros no hacemos eso, presidente. Es por eso que vamos a acompañar este proyecto con toda nuestra convicción. El país está recuperándose: estamos recuperando producción y empleo. Estamos frente a una negociación que puede llegar a ser vital para los intereses futuros de la Argentina. Por lo tanto, prorrogar esta emergencia por un año más, como lo pide el presidente, es decir, otorgarle este instrumento —así como también el presupuesto votado en tiempo y en forma—, no implica ninguna situación que pueda resultar grave desde el punto de vista de los intereses de la República. 

 No es admisible esta cuestión de querer ver que vivimos en la isla de la fantasía o de que está todo bien, cuando hace tres años el país se iba al abismo, ya que estábamos metidos en la crisis más terminal desde el punto de vista político, institucional, económico y social. Todavía estamos transitando aguas tormentosas. Necesitamos afianzar el liderazgo del presidente de la Nación. Necesitamos cohesionarnos, dar autoridad política al gobierno para poder afrontar la difícil circunstancia que todavía tiene por delante. Cuando todo esté normalizado, cuando el país vuelva a ser absolutamente normal, seguramente, llegará el momento de analizar no dar nunca más este tipo de facultades de emergencia o de prorrogarlas, pero todavía esta situación no está resuelta.

 Estos son los fundamentos por los cuales vamos a votar afirmativamente el proyecto en consideración.

 Entendemos al radicalismo que tiene que buscar un lugar opositor. Tienen una conducción complicada realmente. Hablan de calidad institucional. No quiero entrar a analizar lo que fue la acción de gobierno en la provincia del Chaco del actual presidente de la Unión Cívica Radical: hegemonía, caudillismo, emisión de papeles y bonos, emergencia, concentración de poder y todos los elementos que se les ocurran. Es la provincia más endeudada de América latina, no sólo del país. Y nos vienen a hablar de calidad institucional.

 Uno puede entender los roles que tienen que cumplirse. Nosotros no renegamos nunca del debate. Estamos dispuestos a dar los debates a fondo. Vinimos acá a debatir. Nunca nos fuimos ni nos retiramos. Nunca jugamos con el quórum. Ahora vienen con este invento aquí, en el Senado, en la Cámara más responsable que ha tenido el país después de la crisis institucional; un lugar donde se han preservado las instituciones, donde hemos recuperado un camino de credibilidad desde el punto de vista de la política. En este Senado, que ha hecho mucho por trabajar en materia de seguridad y en un conjunto de temas de trascendencia, resulta que ahora se aplica la regla de la falta de quórum. Me parece que no es serio, que se carece de responsabilidad si el argumento era que querían debatir. Si querían debatir, tenían que sentarse en las bancas y debatir. Esperaban que el peronismo no juntara quórum. Hoy, en los corrillos, en las oficinas de prensa, en el periodismo parlamentario, se decía que el peronismo no iba a tener  quórum. Y bueno, vuelven a equivocarse. 

 Repito, somos el partido del gobierno. Es un partido de poder en la Argentina. Un partido que garantiza siempre la gobernabilidad, que nunca estuvo al lado de las dictaduras ni de ningún golpe, que siempre trató de preservar las instituciones y la democracia, y que siempre gobernó con el voto del pueblo.

 Con estas convicciones vamos a votar afirmativamente.

Sr. Presidente. — Tiene la palabra la señora senadora Escudero.

Sra. Escudero. — Señor presidente: solicito autorización para abstenerme en la votación.

Sr. Presidente. — Solicito a los que han pedido permiso de abstenerse que reiteren dicha voluntad, para que se voten las correspondientes autorizaciones. 

— Así se hace.
Sr. Presidente. — Entonces, se abstienen los senadores Ochoa, Caparrós y Escudero.

 Se van a votar los pedidos de autorización para abstenerse.

— La votación resulta afirmativa.
Sr. Presidente. — Aprobados.

Sr. Menem. — Pido autorización para realizar una inserción.

Sr. Presidente. — Se van a votar los pedidos de inserción formulados.

— La votación resulta afirmativa.
Sr. Presidente. — Aprobado.

Sr. Pichetto. — Señor presidente: solicito que primero se vote en general y luego en particular.

Sr. Presidente. — Así se hará, señor senador.

 Se va a votar en general.

— Se practica la votación por medios electrónicos.
Sr. Secretario (Estrada). — Se registraron 33 votos por la afirmativa, 27 votos por la negativa y 3 abstenciones.

Sr. Presidente. — ¿El senador Pichetto deja constancia de su voto?

Sr. Pichetto. — Afirmativo.

Sr. Presidente. — El voto del senador Pichetto es afirmativo.

Sr. Secretario (Estrada).- Se registraron, entonces, 34 votos afirmativos.

— El resultado de la votación surge del Acta N 9
Sr. Losada. — Teníamos entendido que había cuatro abstenciones, no tres.

Sr. Presidente. — Se abstuvieron los senadores Ochoa, Caparrós y Escudero. Son tres abstenciones. La votación resulta afirmativa.

— El resultado de la votación surge del Acta N °   . 10
Sr. Presidente. — En consideración en particular.

Tiene la palabra el señor senador Capitanich.

Sr. Capitanich. — Señor presidente: nosotros hemos recibido iniciativas complementarias por parte del Poder Ejecutivo Nacional que paso a leer para la aprobación definitiva del texto del artículo 1°. El resto de los artículos del dictamen contenido en el orden del día 1459 no tienen modificaciones.

El artículo 1° quedará redactado de la siguiente manera: “Prorrógase en los términos de la presente ley hasta el 31 de diciembre de 2005 el plazo al que refiere el artículo 1° de la ley 25.561 y sus modificatorias. Prorrógase, por igual plazo, las disposiciones de la ley complementaria 25.790 y el estado de emergencia sanitaria nacional dispuesto por el decreto 486/02, sus disposiciones complementarias y modificatorias, incluyendo los plazos establecidos por el decreto 756/04. En los casos de acuerdos concursales, judiciales o extrajudiciales, homologados en los términos de las leyes 24.522, 25.561, 25.563, 25.589 y sus prórrogas, la tasa de justicia será calculada sobre el monto definitivo de los mismos, hasta el 0,75 por ciento y 0,25 por ciento respectivamente. 

“La Administración Federal de Ingresos Públicos deberá conceder prórrogas y/o mecanismos de extensión de plazos de pago de las tasas de justicia por esta ley hasta un plazo de diez años.

 “Invítase a las provincias a establecer la disminución en sus respectivos regímenes fiscales respecto de la tasa de justicia en igual sentido que lo normado precedentemente.”

Los otros artículos no tienen modificaciones respecto del dictamen contenido en el orden del día 1459.

Sr. Presidente. — Si hay acuerdo, se votarán todos los artículos en conjunto.

Sr. Losada. — El bloque de la Unión Cívica Radical va a votar en forma negativa todos los artículos, por lo cual no tenemos inconvenientes en que la votación se realice en conjunto. 

Sr. Presidente. — Entonces,  van a votarse en un solo acto los cinco artículos; el artículo 6° es de forma. Mantienen la abstención los señores senadores Ochoa, Caparrós y Escudero.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

— Se practica la votación por medios electrónicos.

Sr. Secretario (Estrada). — Resultan 34 votos por la afirmativa, 26 por la negativa y 3 abstenciones. 
— El resultado de la votación surge del Acta N°   . 
Sr. Presidente. — Queda sancionado el proyecto de ley.  Se comunicará a la Honorable Cámara  de Diputados.
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